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(Sin corregir) 


Señor Representante Luis Puig. 


Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas y Raúl Olivera. 


Señores Representantes Oscar Groba y Jorge Pozzi. 
Señor Representante Dionisio Vivian. 


Por la Suprema Corte de Justicia, doctores Jorge Chediak, Presidente; Leslie Van Rompaey 
y Fernando Tovagliare. 


Por el Colegio de Abogados del Uruguay, doctores Ricardo Mezzera, Santiago Pereyra, 
Gustavo Silveira, Alfredo Cabrera y doctora Beatriz Murguía, Directores. 


Por el Instituto de Derecho Procesal, doctores Ángel Landoni, Alejandro Abal, Luis Simón 


y Gabriel Valentín. 


Por el Instituto del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, doctores Jorge 
Rosenbaum, Oscar Ermida y Juan Raso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir al señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Jorge Chediak, y a los doctores Leslie Van Rompaey y Fernando Tovagliare. 


Entre hoy y mañana hemos dispuesto dos jornadas para escuchar la palabra de los principales actores que 
puedan darnos su opinión sobre la situación actual de la Ley N* 18.572, de Abreviación de los Proceso 
Laborales. Entendemos las limitaciones que pueden tener en cuanto a plantear hoy la situación de 
inconstitucionalidad y demás, pero quizás nos puedan brindar un panorama de carácter general por parte de la 
Corte. También serán consultados el Colegio de Abogados, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, las 
Cámaras Empresariales y el PIT=CNT, es decir, los actores directamente involucrados en esta situación. 


SEÑOR CHEDIAK.- En cuanto al estado actual de situación de la Ley_N* 18.572, debo decir que, hasta 
ahora, la Corte se ha expedido con notificación sobre cuatro de sus artículos y, como es conocido, 
declaró inconstitucionales dos incisos de los artículos 14 y 17. 


De los cerca de mil expedientes con excepciones de inconstitucionalidad que la Corte tiene pendientes, estará 
devolviendo varias docenas, y ese va a ser el ritmo semanal, porque ya tiene decisión anticipada respecto a 
esos artículos y tiene acuerdo en cuanto, al menos, una docena más de los artículos de esta ley. También tiene 
acuerdo sobre los artículos de la ley que refieren al proceso laboral de instancia única, que seguramente la 
semana próxima o la siguiente estarán redactados y notificados, haciéndose de conocimiento público. 


Es decir que la situación actual en que había mil expedientes en la Corte está en vías de revertirse. Los 
expedientes se están comenzando a devolver a los Juzgados Laborales de Primera Instancia en el correr de las 
próximas semanas o de algún mes, lo que seguramente determinará una saturación de agenda en los Juzgados 
de Primera Instancia. Previendo eso es que vendremos a molestar a los señores legisladores en la instancia 
presupuestal, ya que estamos necesitando con urgencia dos Juzgados Letrados Laborales de Instancia Única 
para completar el número mínimo de cinco que habíamos previsto para el funcionamiento de esta norma en 
Montevideo. Inclusive, la Corte, eliminando un Juzgado Departamental en Flores y un Juzgado Rural, por 
transformación, acaba de crear un Juzgado Laboral de Primera Instancia ordinario de 15* Turno en 
Montevideo, que en un mes o un poco más estará en funcionamiento para reforzar la Justicia laboral de 
Montevideo, dado el número de casos que estamos manejando. Seguramente, también habrá algún refuerzo 
en el interior para distintas materias pero también para esta, por lo cual en el Presupuesto se pedirán quince 
Juzgados Letrados, a los largo del cuatrienio, para el interior, a fin de atender estas necesidades 
excepcionales. 


Resumiendo: la parte que a la Corte como tribunal constitucional le compete está prácticamente terminada. 
Se han analizado los artículos, no por su bondad o los méritos de su solución jurídica sino exclusivamente 
por su adecuación al marco constitucional, y en una semana ya se tendrá un panorama completo por parte de 
todos los actores políticos y sociales y de la Cátedra sobre cuáles son los artículos constitucionales y cuáles 
no lo son. 


De todas formas, el doctor Van Rompaey ha traído el expediente único que tenemos, que por supuesto 
ponemos a disposición de los señores legisladores, que es el proyecto de reforma del proceso laboral fue 
precisamente a iniciativa de la Corte que empezó toda esta movida, con las distintas opiniones de todos los 
actores que fueron consultados y la redacción final, recogiendo observaciones de todo tipo, que en opinión de 
la Corte y de los servicios que la asesoraron era adecuado para la función que todos queremos, que es un 
proceso laboral lo más expeditivo, eficiente y rápido posible a los efectos de que los trabajadores puedan ver 
contemplados sus derechos sin demora en el proceso judicial. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Para mí también es un gusto estar aquí con el mismo espíritu de 
cooperación interinstitucional que en su momento nos movió a promover la redacción de este proyecto 
de abreviación de los juicios laborales que ha sido tan seriamente atacado de inconstitucionalidad. Si 
bien el señor Couture decía que en el proceso el tiempo es oro, considero que en el proceso más que oro 
el tiempo es justicia, sobre todo cuando se trata precisamente de reclamaciones de trabajadores en que 
la dilación, la tardanza excesiva en la duración del proceso laboral, se transforma en verdadera 
denegación de justicia. Esta es una preocupación compartida por todos nosotros. 


Me gustaría hacer una breve síntesis de nuestra participación en este proyecto, porque creo que ilustra sobre 
la posición de la Corte. Como dijo en su momento el Presidente, esto arrancó con una entrevista que 
mantuvimos con el Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni. Puedo 
hablar de ello con toda propiedad porque fue conmigo que él conversó en junio de 2007. Allí quisimos 
transitar por una experiencia, quizás inédita, de cooperación entre organismos del Estado. En este caso se 
trata de un proyecto que podría ser impulsado por la Suprema Corte de Justicia y por el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. Así lo decidimos y tuvimos mucha esperanza de que esto tuviera andamiento rápido y 
una regulación eficiente, que no suscitara ningún tipo de objeciones por ninguna de las partes involucradas en 
el proceso. Entonces, la Suprema Corte de Justicia designó a sus representantes para que integraran una 
Comisión y, a su vez, comunicamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al Instituto de Derecho 
Laboral que también designaran a sus representantes, que resultaron ser seis expertos que elaboraron un 
proyecto. El documento se elevó a la Corte, que recibió objeciones muy serias tanto del Instituto de Derecho 
Procesal y como de los Magistrados en lo laboral, que veían dificultades enormes de aplicación de esta 
iniciativa. A su vez, también hubo advertencias y objeciones muy serias por parte de doctrinarios y 
especialistas en derecho procesal con respecto a la posible inconstitucionalidad de algunos de los artículos tal 
como estaban redactados por la Comisión. 


Por esta razón, la Suprema Corte de Justicia redacta su proyecto tomando en cuenta las observaciones 
principales que se habían formulado por los organismos consultados, pero entendiendo que en lo fundamental 
se mantenían los principios básicos de la reforma que tendían a la celeridad y a la expeditividad en este tipo 
de procesos. En ese sentido, modifica el proyecto original de la Comisión y formula otro que es elevado a la 
Asamblea General el 5 de setiembre de 2008. 


Debo destacar que la Comisión que redactó el proyecto original formuló una objeción. Cuando nosotros 
enviamos el proyecto sosteníamos que recogía la propuesta de la Comisión integrada por los representantes 
del Poder Ejecutivo, del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Suprema Corte de Justicia. En ese entonces 
se entendió que el proyecto de la Corte no recogía la propuesta de la Comisión. Consideramos que, si bien no 
se recogía textualmente la propuesta de esa Comisión, sí estaban recogidos los principios básicos, y sobre 
todo la finalidad esencial del proyecto, que era la abreviación de los juicios laborales. Cuando la Corte es 
convocada con el mismo interés de esta Comisión en la Legislatura anterior, nos encontramos con la sorpresa 
de que estábamos convocados para analizar el proyecto original de esa Comisión que había sido integrada por 
la Corte, que posteriormente había sido modificado por la Suprema Corte de Justicia y que no había sido 
tenido en cuenta, a pesar de que había ingresado en el Senado, si no me equivoco. De todas formas, se nos 
convoca para tratar el proyecto original que nosotros habíamos modificado. 


Si a ustedes les interesa, el doctor Tovagliare resumirá las principales objeciones que nosotros expusimos en 
su momento en la Comisión parlamentaria en la Legislatura anterior. 


Primeramente quisiera hacer una especial referencia, porque en esta Comisión y hace algunos días fuimos 
directamente aludidos en el sentido de que la Suprema Corte de Justicia promueve la inconstitucionalidad de 
esta norma. Esto, además de ser una profunda injusticia, configura un verdadero despropósito. La Suprema 
Corte de Justicia jamás promovió la inconstitucionalidad de la ley relativa al proceso laboral sino que 
promovió, precisamente, junto con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, una norma que lo abreviara, 
como toda la clase trabajadora reclama, y nosotros lo compartimos con absoluta honestidad intelectual. 
Nuestra exposición y nuestra gestión a lo largo de todo el trámite parlamentario de la Ley N* 18.572 está aquí 
documentada. Reitero: ponemos a disposición de esta Comisión la versión de las actuaciones donde se verá 
claramente que todo el propósito que animó a esta corporación fue dotar a los trabajadores de un instrumento 
procesal moderno, eficiente, ágil para que sus reclamaciones transitaran por el organismo jurisdiccional en un 
plazo breve, expeditivo, ágil pero que, fundamentalmente, no afectara las garantías constitucionales del 
debido proceso y el ejercicio adecuado del derecho de defensa del juicio, que también juega en este caso. 


La celeridad y la brevedad de un proceso, que son absolutamente necesarias, no pueden sacrificar el derecho 
de defensa del juicio, y en este aspecto juega el principio de constitucionalidad, de igualdad, así como las 
garantías del debido proceso. 


Nosotros ratificamos en esta comparecencia nuestro propósito de colaboración institucional con el 
Parlamento y con esta Comisión todas las veces que lo entiendan necesario. Nuestro aporte, además de 
documentar y poner a vuestra disposición todas nuestras actuaciones, fue el proyecto que la Corte redactó en 
sustitución del proyecto de la Comisión, que fue el que tuvo en cuenta el Parlamento en la Legislatura 
anterior y que fue aprobado sin consideración del proyecto elevado por la Corte. Reitero, el proyecto de la 
Suprema Corte de Justicia contemplaba, en lo esencial, los principios fundamentales de expeditividad y 
celeridad, pero salvaba las objeciones de supuesta y eventual inconstitucionalidad que ya se estaban 
esgrimiendo. Los Jueces y los procesalistas de la Cátedra nos estaban alertaron al respecto. No hacemos 
objeción alguna en la opción política de instaurar un proceso laboral autónomo. Esa es una decisión política 
que queda a cargo de los Representantes de la soberanía. En nuestro proyecto incorporábamos agilidad y 
expeditividad al artículo 350 del CGP que regulaba los procesos sociales porque se entendió que era 
conveniente no diversificar procesos en función de diferentes materias, siendo que había un Código General 
del Proceso que habilitaba un tránsito procesal ágil y expeditivo en todas las materias no penales. 


La consagración de un proceso laboral autónomo fue una aspiración desde siempre de la Cátedra de Derecho 
Laboral. Lo advertíamos ya en el lejano 1989, cuando se consagró el Código General del Proceso, mientras 
que los laboralistas entendían que debería permanecer en vigencia un proceso laboral autónomo. A esta 
altura, creo que ese es un tema menor. 


Las soluciones que nosotros propiciamos a los efectos de evitar cualquier supuesta tacha de 
inconstitucionalidad están expuestas y explicadas en el proyecto que en su momento la Suprema Corte de 
Justicia puso a consideración del Parlamento, ingresó por el Senado y nunca fue tenido en cuenta en la 
discusión parlamentaria. 


El tema de la constitucionalidad de muchos artículos de esta ley que ha sido planteado en centenares de 
expedientes creo que son cerca de mil va a ser resuelto la semana que viene, porque ya hay estudios, 
decisiones tomadas, sentencias que están en redacción y no pueden ser puestas en conocimiento público sino 
a partir de la suscripción por los Ministros y su notificación a las partes. 


Esa es la situación actual. 


SEÑOR TOVAGLIARE.- Tal como ponían de manifiesto el Presidente de la Corte y el doctor Van 
Rompaey, es importante advertir que la situación actual de la Justicia laboral es delicada porque los 
juicios de trabajo se encuentran paralizados desde el inicio de este año, en la medida en que se 
presentan excepciones de inconstitucionalidad y, de acuerdo a la legislación vigente, a lo que prevé el 
artículo 513 del Código General del Proceso. Si una de las partes denuncia la inconstitucionalidad de 
una ley el juicio del proceso se suspende hasta que la Corte se pronuncie sobre el planteamiento. Ello 
determina que se encuentre paralizada la Justicia del trabajo, con las prestaciones de los trabajadores 
que tienen naturaleza alimentaria y todo lo demás, desde principios de este año. Por ende, la situación 
es delicada. Si bien la Corte con extrema celeridad tiene posición sobre la regularidad constitucional de 
diversos artículos, y por más que comience a resolver estas cuestiones por vía anticipada, 
prescindiendo del pasaje a estudio, es probable que se sigan planteando en los juicios excepciones de 
inconstitucionalidad por parte de los demandados. Ello va a determinar que se suspenda el juicio y 
vaya a la Corte para que continúe pronunciándose sobre estos puntos. 


La Suprema Corte de Justicia elaboró un proyecto que tuvo en cuenta el anteproyecto creado por la Comisión 
multisectorial integrada por representantes del Poder Judicial, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
del Instituto de Derecho Laboral. La Corte, al elaborar su proyecto de ley, también tuvo en cuenta las serias 
objeciones que había formulado el Instituto de Derecho Procesal en relación al proyecto de la Comisión 
multisectorial. La Corte en su proyecto entendió que las modificaciones al proceso laboral debían realizarse 
dentro de la sistemática del Código General del Proceso. Ello no obstaba lo entendió en su momento la Corte 
a que el proceso laboral fuera autónomo y tuviera sus particularidades y peculiaridades. Pero se consideró 
que incluir las modificaciones dentro del Código General del Proceso implicaba beneficiar ese proceso con 
toda la jurisprudencia que ya existe sobre cómo se computan los plazos, de los tiempos, cómo se impugnan 


las resoluciones, etcétera. Sobre todo eso ya existe mucha doctrina, mucha jurisprudencia. Por ende, si se 
optimiza todo ese acervo doctrinario y jurisprudencial, es positivo. Hacerlo fuera de la sistemática del CGP 
genera inseguridades, nuevas posiciones y los plazos se computan en forma distinta. En lo medular, el 
proyecto que elaboró la Suprema Corte de Justicia recogía prácticamente todas las soluciones que proponía la 
Comisión multisectorial. Las únicas soluciones que no se recogían eran las que referían al acortamiento de 
los plazos que tenían las partes para ejercer sus defensas. En un proceso común el demandado tiene treinta 
días para contestar la demanda, que se computan desde que se le notifica. Pero en el proceso que elaboró la 
Comisión Multisectorial ese plazo se reduce a diez días. El actor, quien inicia un juicio cuando un 
demandado pone excepciones, según el CGP tiene un plazo de diez días para contestarlas. Sin embargo, el 
proceso de la Comisión Multisectorial reduce ese plazo de diez días que tiene el actor o el trabajador para 
evacuar las observaciones que interpone el empleador a tres, lo que es también un plazo muy exiguo. 


En su momento la Corte consideró que en los plazos para contestar demandas, para impugnar, para dictar 
sentencia, en esos tiempos que en realidad son breves y en los que está en juego la posibilidad de realizar una 
defensa, no se iban los tiempos ni se ganaba en la reducción del proceso laboral. La demora del proceso 
laboral no estaba en esos breves plazos sino en cuestiones de gestión, en que luego de que se contestaba la 
demanda el Juez convocaba a la audiencia preliminar para dentro de dos, tres, cuatro o seis meses, y no había 
inconveniente legal en ello. Ahí es donde se iban los tiempos muertos del juicio que demoraban el proceso. 


Entonces, se tomó la propuesta de la Comisión Multisectorial y se establece que una vez contestada la 
demanda el Juez debe fijar una audiencia que no puede superar los sesenta días desde que se contestó la 
demanda, tal como lo propuso la Comisión Multisectorial. Pero el proyecto de la Corte fue todavía más allá, 
y propuso que si no se realiza la audiencia a los sesenta días el Juez queda sometido a responsabilidad; tiene 
que explicar por qué no hizo la audiencia en los sesenta días, consecuencia que no prevé el proyecto de la 
Comisión Multisectorial. La Comisión Multisectorial dice que la audiencia hay que fijarla a los sesenta días, 
pero no prevé ninguna consecuencia de qué sucede si lo fija en el día noventa; podría hacerse, aunque en los 
hechos va a traer problemas de gestión. El proyecto de la Comisión Multisectorial tampoco prevé el caso de 
que esa audiencia se prorrogue luego porque no se pudo diligenciar toda la prueba; se puede prorrogar para 
dentro de dos meses o tres. 


Todas esas cuestiones sí estaban previstas en el proyecto que había elaborado la Suprema Corte de Justicia. 
Este proyecto costa de seis artículos, estamos a las órdenes por si quieren analizarlos y comentarlos, pero 
para ser breve, refiriéndome a lo medular, me interesa que tengan presente que el anteproyecto que elaboró la 
Suprema Corte de Justicia recogió, en su esencia, todas las propuestas realizadas por la Comisión 
Multisectorial para abreviar los procesos laborales. Las únicas propuestas que no se recogieron fueron 
aquellas que reducían los plazos para realizar actos procesales vinculados con el derecho de defensa, para 
contestar la demanda, para evacuar el traslado de las secciones previas por el trabajador, para interponer 
recursos, etcétera. Todas esas cuestiones no fueron recogidas, pero las demás ideas, en lo medular, están 
contenidas en el proyecto de la Suprema Corte de Justicia, que está a disposición y que, como señalaba el 
doctor Van Rompaey, fue enviado al Senado en setiembre de 2008. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Simplemente quería agregar que la experiencia histórica y la ciencia del 
Derecho Procesal nos demuestran que la abreviación real de un proceso no depende estrictamente del 
acortamiento de los plazos sino de problemas de gestión, de número de Jueces, de infraestructura 
locativa, de reales posibilidades de que los plazos se cumplan. No tiene sentido sancionar una norma 
que establezca que el juicio y la sentencia se deben dictar en un plazo de diez días cuando el Juez, 
materialmente, no lo podrá hacer. Entonces, se necesita algo más; se necesita estructurar 
racionalmente procesos que permitan, en un marco procesal que habilite el ejercicio del derecho de 
acción pero también el ejercicio efectivo del derecho de defensa en juicio, que se llegue a dictar una 
sentencia en un plazo razonable. 


El proyecto de la Suprema Corte de Justicia no se tuvo en cuenta en el trámite legislativo pero, además, se 
incurrió en un error que es atribuible a un defecto de información que provino de declaraciones realizadas de 
buena fe ante la Comisión por el doctor Ermida. Él dijo en Comisión que ya estaban creados cinco Juzgados 
Laborales para abordar el proceso de instancia única, cuando, en realidad no estaba creado ninguno. Nosotros 
nos encontramos con que debíamos aplicar una ley en un plazo inmediato, porque entraría en vigencia a los 
diez días de su sanción, y no teníamos ninguna infraestructura funcional como para abordar ese proceso, lo 


que nos obligó a un trámite urgente de transformaciones, supresiones de cargos e instalaciones de Juzgados 
para, como no puede ser de otra manera, cumplir con el mandato legal. 


Por eso estimo que es muy bueno que hayamos sido convocados a esta Comisión, aun cuando creo que 
ustedes no tienen un texto proyectado de reforma a la Ley_N* 18.572 actualmente vigente. Nosotros 
colaboramos ahora y lo seguiremos haciendo en cada instancia en que se solicite, y reitero que en este 
momento nuestro aporte fundamental es poner a vuestra disposición lo que fue en su momento el proyecto 
que la Corte presentó al Parlamento, que no fue considerado, y que adaptado al proceso laboral autónomo 
posee todas las virtudes necesarias para que haya una verdadera transformación del proceso laboral a fin de 
convertirlo en un instrumento ágil y eficiente para satisfacer la demanda de los trabajadores. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Muchísimas gracias por la comparecencia de la Suprema Corte de 
Justicia en el día de hoy, en particular a su Presidente, que en el día de ayer también estuvo aquí 
presente. 


Quería darles alguna idea de los motivos por los que los citamos para pensar juntos, que es la idea del día de 
hoy. Esta Comisión deseaba convocar y escuchar a todas las partes involucradas con lo que había sido la 
elaboración de esta ley de abreviación de juicios. En mi caso personal me pareció bueno convocarlas en 
conjunto y rápidamente, porque en el espíritu de esta Comisión, y de todos sus integrantes en la Legislatura 
anterior, era el de tratar de abreviar los juicios para que los trabajadores, que muchas veces no tienen otra 
cosa que su salario para vivir, pudieran cobrar rápidamente. En eso todos estamos de acuerdo, con distintas 
valoraciones acerca de cómo se iba a hacer y de algunos de los temas que constan en la discusión 
parlamentaria y que seguramente conocerán los señores Ministros y el señor Secretario Letrado, que 
creíamos que quizás podían logran el efecto contrario al deseado si abreviábamos los plazos de manera tal 
que dejáramos un flanco para la presentación de recursos de inconstitucionalidad, porque lejos de ayudar al 
trabajador lo íbamos alejar más del cobro. 


Por consiguiente, y sin ánimo de reabrir una discusión acerca de esos temas aunque de hecho lo está, lo que 
pretende esta Comisión, y sobre lo que quizás podrían dejarnos alguna reflexión, aunque me parece que han 
sido muy claras todas las expresiones que han hecho, es analizar qué sería lo más apropiado para salir 
rápidamente de este tema. En el día de hoy vamos a recibir a delegaciones del Colegio de Abogados, del 
Instituto de Derecho Procesal, del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la Asociación 
de Funcionarios Judiciales, también estaba citada una delegación de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay, y mañana recibiremos algunos otros actores vinculados a toda esta temática, como el PIT-CNT y las 
cámaras empresariales, y la idea es que rápidamente podamos abocarnos a terminar con este tema para que 
no se produzca aquello que quisimos evitar cuando votamos la ley, que es el alargamiento de los juicios. Por 
consiguiente, les pediría alguna reflexión acerca de cuál creen que sería el camino, si sería enmendar el 
soneto o hacer una nueva ley. 


SEÑOR GROBA.- Como decía el señor Diputado Iturralde Viñas, esta Comisión de Legislación del 
Trabajo está tratando de articular algo que es vital desde el punto de vista de la organización humana, 
que es lo que tiene que ver con el conflicto entre capital y trabajo. En ese sentido, voy a formular 
algunas preguntas porque estamos recibiendo insumos para continuar trabajando. 


Les aclaro de antemano a todos que yo creo esto es muy personal; aunque me parece que todos acá lo creen, 
no quiero adjudicar intencionalidades a nadie que este es un tema que llega muy tarde. Esto que estamos 
tratando tendría que haberse resuelto hace mucho tiempo. El derecho del trabajo es muy particular. Además, 
es un derecho que en el sistema capitalista llega muy tarde, es el más joven. Es tan joven que estamos 
hablando de que no hay juzgados laborales y hasta hace unos años no había siquiera especialidades de Juez 
Laboral. Ante el avance social, los Jueces tuvieron que hacer el esfuerzo de venir de otras áreas muy 
importantes de la Justicia. 


Por lo tanto, estamos hablando de algo que tendría que haber sido ayer; por eso importa la celeridad de todos 
los legisladores para tratar de resolver este tema, que puede tener algunas correcciones como las que estamos 
viendo. 


Hay miles de expedientes que se están tramitando por distintas reclamaciones. En el área laboral, está el 
Estado y están los actores. La pregunta es qué actor es el que está interponiendo este recurso. ¿El actor 
empleador o el actor trabajador? 


Yo soy de los que piensa que las reglas de procedimiento común no deberían aplicarse en los tribunales de 
trabajo; es un concepto que está claro para todos, por lo que acabo de decir. Por lo tanto, acá estoy dando una 
opinión ya sobre el tema de los plazos. 


El artículo 53 de la Constitución de la República dice que el trabajo está bajo la protección especial de la ley. 


(Interrupción del señor Representante Iturralde Viñas) 


Me estoy refiriendo al primer párrafo del artículo 53, que establece: "El trabajo está bajo la 
protección especial de la ley". Con esto reafirmo lo que estaba comentando anteriormente. 


Acá lo que se está tratando de hacer en eso coincidimos todos es abreviar los plazos para evitar lo que todos 
sabemos en la jerga es un dato de la realidad y no es algo que esté inventando directamente: las chicanas que 
impiden que el sector más débil de la relación de trabajo termine en plazos que acá se manejaron, es decir, en 
dos, tres meses y hasta dos años. 


Por lo tanto, todos coincidimos en que hay que resolver este tema. Adhiero a lo que decía por último el señor 
Diputado Iturralde Viñas en el entendido de que el interés y la intención del legislador, y también de los 
juristas, es resolver este tema con abreviación. Conceptualmente, esto no tiene marcha atrás por toda la 
historia que señalé recién muy brevemente y porque ya está en la cancha y allí se queda; por lo tanto, habría 
que tomar el primer párrafo del artículo 53 y ver cuáles son los elementos precisos a los efectos de agilitar el 
proceso. El Poder Ejecutivo también está trabajando con esa intencionalidad. 


Me interesa mucho saber para que quede constancia en la versión taquigráfica, en el área de las relaciones 
laborales y de los juicios laborales, qué actor es el que está reclamando y por ello está "trancando" por decirlo 
de alguna manera los procesos. 


SEÑOR POZZI.- Me tocó estar en toda la discusión pasada sobre esta ley; la narración de cómo fueron 
las cosas es como aquí se expresó. 


También es cierto que nosotros tomamos una opción y nos basamos en el presente articulado y que en esa 
oportunidad estuvo el doctor Larrieu, no recuerdo si acompañado por alguien más. Si no recuerdo mal, en 
aquella reunión la Suprema Corte de Justicia estaba más inclinada hacia el lado del Código General del 
Proceso que al de la justicia autónoma para lo laboral. Básicamente en eso estuvo centrada gran parte de la 
exposición del doctor Larrieu en aquel momento. 


El caso es que la ley salió y que en la justicia de la sociedad uruguaya tienen derecho los que plantean las 
inconstitucionalidades. Lo cierto es que en esto hay un montón de gente involucrada, mucha de pocos 
recursos, que está esperando percibir. Todo lo que queremos nosotros es tratar de solucionar el problema que 
tenemos. 


Les adelanto que, en realidad, el Poder Ejecutivo y los Diputados que estamos en el oficialismo no queremos 
avanzar en la solución de los dos artículos que ustedes han cuestionado por inconstitucionales porque no 
sabemos si en realidad serán dos o más. Hoy nos dejan claro que la semana que viene vamos a tener un 
panorama más completo al respecto, de manera que, una vez analizados todos los artículos que puedan ser 
inconstitucionales, trabajaremos en conjunto para tratar de solucionar los problemas y así avanzar en lo que 
todos queremos, que es que la parte más débil pueda tener un juicio rápido y no estar expuesta a esas 
cuestiones que todos sabemos que suceden y que, en realidad, perjudican al que menos tiene. 


Por supuesto que tomamos lo que ustedes nos han expresado para colaborar con nosotros; seguramente, en el 
correr de la semana que viene vamos a tener un panorama completo de cuáles son los problemas que hay en 
su totalidad y habrá que resolverlos uno por uno, como no puede ser de otra manera. En lo personal, 
considero que esto debería resolverse en conjunto con la Suprema Corte de Justicia a los efectos de no volver 


a caer en problemas que puedan atrasar nuevamente todo el proceso y terminar en que los más débiles sigan 
siendo postergados, cuando lo que en realidad queremos es arreglar el asunto. 


SEÑOR CHEDIAK.- En respuesta a lo formulado por los señores Diputados, particularmente al señor 
Diputado Groba, debo decir que es la parte demandada la que está oponiendo las excepciones de 
inconstitucionalidad. 


Simplemente, como relevamiento de un dato de la realidad, y sin ninguna picardía, en algunas sentencias la 
Corte también se señaló que los organismos públicos unos cuantos de ellos, desde los Ministerios a 
organismos descentralizados han utilizado los mismos argumentos que los demandados privados y han 
opuesto las mismas excepciones de inconstitucionalidad contra esta ley. Eso en principio. [Otra cosa que 
quisiera decir yo soy nuevo en la Corte, pero hemos percibido que esa situación se da es que cuando la Corte, 
que en realidad no es la Corte en sí sino los organismos y las comisiones con las cuales esta se asesora, hace 
determinadas consideraciones quizás a veces no tengan la enjundia jurídica de las soluciones de la Cátedra 
sino que son soluciones de sentido común y de administrador. 


Nosotros señalamos determinados aspectos porque tenemos muy claro dónde es que se trancan las cosas y 
dónde están las dificultades para que las cosas corran en tiempos adecuados. 


Como señalaba el señor Ministro, doctor Van Rompaey, la apuesta al CGP en el año 1989 fue para abreviar 
todos los procesos, para que fueran mucho más rápidos porque de eso depende la gestión de calidad del 
servicio de la Justicia. Los plazos que se establecieron en el CGP respecto al viejo CPC de mi época, y las 
dos leyes de abreviación de todos los juicios salvo la materia penal, atendían a ir achicando los plazos 
procesales. Pero resulta que ese acortamiento de treinta días a veinte o de quince a diez, no suele tener un 
impacto final importante en la verdadera duración de los procesos porque reitero, como decía el doctor Van 
Rompaey estos se trancan en la gestión, en la agenda. Si el Juez no puede programar más de seis audiencias 
por día y le decimos que tiene que fijar doscientas en diez días, no lo va a hacer. Y no lo va a hacer porque lo 
estaremos obligando como lo estamos haciendo con los Magistrados, sobre todo, y con algún receptor en el 
interior a trabajar contra horario, lo que no es eterno, no se puede trabajar más de siete días a la semana o 
hacer un número ilimitado de audiencias, porque no se sabe cuánto duran. Estas se podrán programar a razón 
de una por hora, pero si la primera dura cuatro horas después no se van a poder hacer las seis que quedaban 
pendientes para ese día. Entonces, se tranca el problema de agenda. 


Muchas de las observaciones que la Corte hace no son desde la Cátedra, porque la Corte sí es Cátedra y tiene 
conocimientos jurídicos, pero hace muchas observaciones la mayoría desde el plano de administrador, del 
que sabe dónde es que efectivamente se trancan los juicios. La idea es evitar eso, inclusive por un principio 
totalmente egoísta porque significa salvaguardar el buen nombre del Poder Judicial, porque de lo que no 
funciona eso lo sabemos después de treinta y tres años en el Poder Judicial siempre terminamos teniendo la 
culpa los Jueces, aunque sea culpa de una cantidad de actores o del diseño del sistema. 


Por ello, no solo compartimos la filosofía y queremos el proceso laboral más rápido que humanamente se 
pueda, sino que nuestras soluciones tienden a que no se tranque nada. Lo estamos destrancando en la Corte 
pero lo vamos a trancar en primera instancia, porque en semanas vamos a devolver mil expedientes que los 
Juzgados que existen los van a tener que digerir como puedan, pero se van a atorar. Ya con esos mil 
expedientes en la Corte se nos decía que en algunas sedes la agenda ya está trancada. Estos mil expedientes 
no son los únicos, sino que son un porcentaje que no tenemos claramente determinado cuál es. Hay otros 
miles que han seguido adelante y allí los demandados no han opuesto las excepciones de 
inconstitucionalidad. Pero si sin estos mil ya está bastante trancada en todo el país la Justicia Laboral, cuando 
les devolvamos estos mil por supuesto que se va a trancar más. Por supuesto, también, que es muy probable 
que las declaraciones de inconstitucionalidad de algunos incisos de algunos artículos de la Corte fomenten 
que otros demandados también hagan lo propio y sigan interponiendo las excepciones, que saldrán 
muchísimo más rápido por decisión anticipada, pero que también tenderán a trancar los juicios. 


Ustedes me perdonarán, pero quisiera contar una anécdota muy reciente. Por supuesto que uno la ve desde la 
holgura de un poderoso Poder Judicial, con cinco mil integrantes, dieciséis Direcciones y servicios jurídicos, 
por lo que no nos causa problemas, pero imagínense si esto le hubiera pasado a un pequeño comerciante o a 
una ama de casa cuya limpiadora la demanda. Nosotros tuvimos una demanda, que ya está transada, de una 
limpiadora de Juzgados de la ciudad de Las Piedras, que nos fue notificada vía fax por suerte había alguien 


en nuestros servicios jurídicos este viernes pasado a las 19 y 39 en Montevideo, y la audiencia era este lunes 
pasado a las 14 horas en la ciudad de Las Piedras. Cuando nuestros servicios jurídicos nos llaman 
desesperados, nuestra única duda era si la Corte iba a oponer o no la excepción de inconstitucionalidad. Por 
supuesto que inmediatamente dijimos que no, para no incurrir en ningún tipo de prejuzgamiento ni tener que 
inhibirnos en el caso concreto. Por lo tanto, se dio la orden de transar el asunto, y así se cumplió. Estos no 
son temas teóricos. Imagínense que a un particular no a una poderosa empresa le hubiera llegado un cedulón 
o una notificación un viernes a las 19 y 39 para comparecer a una audiencia en Las Piedras el lunes a las 14 
horas, a ver si hubiera podido conseguir un abogado, la prueba, hacer algo, o si hubiera terminado, 
efectivamente, no concurriendo a la audiencia 


Esos problemas son reales y los pocos días que se puedan hacer de diferencia en el plazo de contestar la 
demanda no es, de hecho, donde se tranca. Miren que no es una opinión doctrinaria, sino como 
administradores: ahí no es donde se tranca. Se tranca porque el Juzgado tiene un número limitado de 
audiencias que puede hacer durante el día y si no puede, aunque la ley lo indique así, las va a ir difiriendo. 
Podremos obligarlo a trabajar once o doce horas en lugar de ocho, pero hay un número limitado de 
audiencias a realizar, y hay que diligenciar la prueba. 


En los casos de audiencias laborales, no se sabe muy bien su extensión, como pasa en muchos casos. Algunas 
podrán ser muy cortas, porque hay pocos testigos, pocas pruebas; otras podrán alargarse y después se recurre 
al mecanismo de la prórroga de audiencia. 


Por eso, el proyecto y la idea de la Corte no solo en materia laboral sino que se están tomando medidas 
análogas en otras materias y alguna cosa estamos proponiendo ya inclusive dentro del Mensaje presupuestal 
es limitar draconianamente el tiempo máximo que el Juez tiene para fijar audiencias y limitar las 
posibilidades de la prórroga de audiencias, porque así es que se van pasando los meses y el ciudadano 
termina pensando que la Justicia llega muy tarde. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Quisiera complementar lo que acaba de sostener el Presidente y contestar 
también alguna pregunta del los Diputados Iturralde Viñas y Groba. 


¿Qué piensa hacer la Corte para mejorar este proceso? Reitero que nuestra respuesta es poner a vuestra 
disposición el proyecto original de la Corte que puede ser perfectamente adaptado a un proceso laboral 
autónomo e incluirlo dentro de las cláusulas pertinentes, a los efectos de evitar cualquier problema futuro de 
demoras o chicanas por la interposición de recursos de inconstitucionalidad u otras maniobras similares. 


Voy a arriesgar una opinión personal; aquí no está involucrada la Institución. Yo creo que un proceso debe 
estar necesariamente integrado en sus fases procedimentales por la presentación de la demanda, contestación 
de esta y fijación de audiencia luego de la contestación de la demanda. Creo que así se brindan las mayores 
garantías del debido proceso y del ejercicio efectivo y adecuado del derecho de defensa en el juicio. Digo 
esto desde el punto de vista de lo que yo opino sobre un proceso legal como debe ser en todas las materias. 


Se hablaba de la especialidad de la situación. El Derecho Laboral es esencialmente tuitivo y protector de los 
derechos de los trabajadores. Y yo creo que se logra con un proceso autónomo, estructurado con estos 
principios que no afectan las garantías de la defensa. ¿Quiénes interponen el recurso? Ya adelantaba el 
Presidente que básica y, obviamente, los empleadores al ser demandados. 


Pero me permito decir, a título informativo, que el propio Estado, el Ministerio del Interior al ser demandado 
en una causa laboral interpuso la inconstitucional del artículo 14 por vulnerar el principio constitucional de 
igualdad. Con relación al inciso 2 del artículo 17, lo calificó como la mayor vulneración al debido proceso 


Estos dos artículos ya fueron declarados inconstitucionales por la Corte, pero el propio Estado, el Ministerio 
del Interior dice que la exigencia del depósito previo a la apelación constituye una limitante muy seria que 
desalienta y entorpece el ejercicio de un legítimo derecho, aun cuando el demandado sea el Estado. Por su 
parte, el Ministerio de Salud Pública también afirmó que el artículo 14 vulnera los principios de garantía 
procesal, de igualdad de las partes ante la ley, de igualdad ante las cargas procesales. 


En fin, en términos similares, opusieron la defensa de inconstitucionalidad algunos Entes como el INAU y 
ANTEL en diversos expedientes en que fueron demandados. Estos expedientes si ustedes los quieren 


consultar están identificados en la sentencia N* 148 dictada por la Suprema Corte de Justicia recientemente, 
el 19 de julio. 


Lo que nos preocupa es que se establecen procedimientos expeditivos que significan una carga laboral mucho 
más grande para los Jueces. Nosotros concurriremos a la instancia presupuestal y vamos a pedir, 
seguramente, que se creen nuevos cargos de Jueces para afrontar la carga que va a significar la irrupción de 
los procesos laborales, sobre toda a instancia única; el monto de la instancia única queda a la instancia 
política de ustedes. Pero seguramente vamos a tener más juicios laborales que los que teníamos antes. 
Pedimos la creación de nuevos cargos, inclusive, de Jueces Letrados del Interior, para abordar los procesos 
laborales y también para abordar la irrupción de las causas de violencia doméstica que han significado 
verdaderamente una distorsión en las agendas de los Jueces Letrados que actúan en audiencias en el interior y 
que tienen que atenderlas de inmediato, suspendiendo otros procesos. Entonces, también vamos a pedir la 
creación de numerosos cargos de Jueces Letrados en el Interior. 


Pero, ¿qué pasa si por razones presupuestales —que son comprensibles porque nosotros no manejamos la 
economía del país se nos niega la creación de nuevos cargos? Bueno, los Jueces van a estar completamente 
saturados, tanto en Montevideo como en el Interior, y los plazos que prevé la ley no van a ser cumplidos. Por 
eso tiene que haber una relación entre abreviación de juicios y la creación de cargos de Jueces, que estén en 
capacidad de afrontarlos con una carga laboral normal, que no determine la sistemática postergación de 
audiencias y lo que, en definitiva, se buscó, es decir, que la abreviación de los procesos se transforme en un 
enlentecimiento de los mismos, tanto en materia laboral de relevante interés social como también en otros 
asuntos a cargo de los Jueces del Interior que también tienen importancia en la medida en que están 
destinados a satisfacer la demanda de justicia que la comunidad nos dirige. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hicieron referencia al proyecto de ley presentado en su momento por la 
Suprema Corte de Justicia, que no había tenido consideración parlamentaria. Nosotros pedimos una 
copia del mismo para los Diputados a fin de que éste forme parte de los insumos que aquí se van a 
analizar. 


Ustedes sostienen que para desarrollar la gestión en este plano se necesitan recursos desde el punto de vista 
presupuestal. Sin duda, el planteo es muy claro en cuanto a dar a la Justicia los mecanismos que le permita 
actuar. 


El señor Tovagliare decía que una de las consideraciones que se hace de la ley tiene que ver con las 
dificultades en cuanto al derecho de defensa en el juicio, y se refería al principio de igualdad. En varias 
oportunidades hemos leído lo que han dicho al respecto los especialistas, la Suprema Corte y la Cátedra. 
Sobre esa concepción de igualdad se plantea la igualdad ante la ley, la igualdad en la ley y la igualdad por la 
ley. Tal vez en este último aspecto está concebido el derecho laboral, que tiene en una de sus bases tratar en 
forma diferente a quienes, desde el punto de vista económico y social, están en una situación distinta, de 
vulnerabilidad mayor ante la otra parte. De alguna manera, ese aspecto protector y compensador es central. 
Por eso, cuando hablamos del principio de igualdad, se abre una gama de situaciones. Realmente, el derecho 
laboral en el país tiene uno de esos aspectos compensadores de esa situación de desigualdad que pone en 
inferioridad de condiciones a una de las partes. Creo que compartimos que este es uno de los principios 
rectores a partir del cual vamos a dar toda una discusión sobre cuáles serían los mecanismos legales que 
permitirían desarrollar esa situación de la mejor manera. 


Por eso es que planteamos la comparecencia de la Suprema Corte de Justicia, que no será la última, a fin de 
que nos sigan informando. Hablaron del plazo de una semana para resolver algunos aspectos de 
inconstitucionalidad. Mientras tanto, vamos a seguir recibiendo a otros actores. El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social también está trabajando en este tema. Nosotros consideramos que es importante seguir 
intercambiando opiniones, porque sobre los principios rectores hay acuerdo. Habrá que ver cuál es el mejor 
instrumento que se adecua a esto. 


Agradecemos la presencia de la delegación de la Suprema Corte de Justicia. 
(Se retira de Sala la Suprema Corte de Justicia) 


(Ingresan a Sala integrantes del Colegio de Abogados del Uruguay) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a la doctora Beatriz Murguía y a 
los doctores Ricardo Mezzera, Santiago Pereyra, Gustavo Silveira y Alfredo Cabrera, integrantes del 
Directorio del Colegio de Abogados del Uruguay. 


Como ustedes saben, la Comisión está abocada a escuchar a los diferentes actores que tienen que ver con este 
tema, quienes seguramente harán aportes fundamentales en cuanto al análisis del estado de situación de la 
Ley_N” 18.572, relativa a la abreviación de los procesos laborales. Recién estuvo aquí una delegación de la 
Suprema Corte de Justicia y, ahora, nos reunimos con ustedes, pero también vamos a recibir al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, a las Cámaras empresariales, al PP.CNT, a la Asociación Uruguaya de Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social. 


Sabemos que este tema forma parte del análisis que están haciendo y sería de mucha utilidad para la 
Comisión de Legislación del Trabajo y para el Parlamento conocer la opinión del Colegio de Abogados. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me gustaría delimitar el objeto en discusión. Quiero decir que las 
jornadas que nos proponíamos realizar en estos días estaban encaminadas a tratar de solucionar 
rápidamente el problema que se ha planteado con la inconstitucionalidad. 


Nadie pone en tela de juicio que cuando se votó la ley en la Legislatura pasada el anhelo de todos era 
abreviar los juicios laborales de manera tal de dar protección a los trabajadores, que muchas veces no cuentan 
con nada más que su salario para solventar sus gastos y mantener a su familia. 


Más allá de lo que fue la discusión parlamentaria de este asunto en la que se manifestaron diferencias 
importantes—, aparentemente se estaría logrando el efecto contrario al deseado. Me refiero a que los juicios 
se están alargando en forma desmedida. 


Entonces, en vez de tener distintas opiniones que se fueran planteando una tras de otra para ver qué podíamos 
hacer, nos pareció que lo más conveniente era hacer rápidamente estas jornadas, invitando a todos los actores 
involucrados, para pensar de qué manera podemos resolver este problema. Queremos saber qué tenemos que 
hacer, cuáles son las normas que hay que modificar, si es necesario modificar esta ley vigente o si hay que 
hacer una nueva. Inclusive, en un artículo que leí en la prensa, el doctor Pereyra Campos planteó de qué 
manera en la práctica este tema se podría resolver rápidamente; si es con una nueva ley, si es modificando 
levemente este tema. 


Por estos motivos, vamos a escuchar al Instituto de Derecho Procesal y al Instituto de Derecho del Trabajo y 
de la Seguridad Social. Ya nos visitó la Suprema Corte de Justicia y, ahora, los recibimos a ustedes. También 
van a venir la Asociación de Magistrados, la Asociación de Funcionarios Judiciales, el PIT-CNT y las 
Cámaras empresariales. 


Mi intención era delimitar el objeto de estudio porque más allá del análisis de cuáles son las 
inconstitucionalidades, el motivo de esta reunión no es discutir por qué razón son inconstitucionales sino cuál 
es la forma en que podemos solucionar esto. 


SEÑOR MEZZERA.- Les agradecemos por recibirnos. 


Aclaro que formamos parte de una Comisión que el Colegio designó para analizar estos problemas y, luego, 
presentarlos en los distintos Poderes públicos, en particular, en este ámbito. También hemos estado reunidos 
con integrantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que están tratando este tema, a quienes les 
hemos trasmitido lo mismo que vamos a decir a ustedes. 


El Presidente del Colegio de Abogados, el doctor Jorge Abramo, no está presente porque como a él le gusta 
decir, vive y ejerce en el interior, pero en lo que les vamos a contar, su insumo ha sido muy importante. 
Precisamente, el doctor Silveira nos va a explicar la realidad del interior, que en el caso de la aplicación de 
esta ley es especialmente compleja. 


El interés del Colegio es acercar sus propuestas, no solo sobre este tema sino también sobre otros. Tiene 
vocación de estar cerca de los centros de diseño de las cuestiones jurídicas; creo que hay mucho para aportar 
en ese sentido. Un ejemplo de esto es lo que les vamos a exponer a continuación. 


Hemos resuelto dividir la exposición. Al principio, yo voy a hacer un planteo general. Después, el doctor 
Silveira nos va a contar cuál es la realidad del interior; la doctora Murguía y el doctor Pereyra van a hacer un 
planteo sobre las cosas más concretas que componen la propuesta que traemos, y el doctor Cabrera va a hacer 
el cierre de la exposición. 


Queremos aclarar desde un principio que el interés que nos anima a trabajar en la Comisión del Colegio y a 
hacer este planteo es exclusivamente gremial. Estamos extremadamente preocupados por lo que nos 
transmiten nuestros asociados: una enorme dificultad en la posibilidad de prestar un asesoramiento eficaz y 
seguro a sus clientes. No vamos a hacer un planteo de corte académico; tampoco nos interesa un planteo de 
intereses en el sentido de a quién beneficia o eventualmente perjudica esta ley. En nuestra opinión es claro 
como lo veremos que esta ley perjudica a todos los litigantes, tanto a los trabajadores como a las empresas 
demandadas. 


Uno de los corazones de nuestra preocupación, después de haber hecho una compulsa y recoger muchas 
opiniones de los colegas hemos hecho circular encuestas y cuestionarios, es que muchos aspectos de esta ley 
generan fuertes incertidumbres. Desde el punto de vista del ejercicio profesional, tener un juicio o un proceso 
diseñado que genera incertidumbres expone al abogado no a cometer errores, sino a tomar decisiones a partir 
de interpretaciones que pueden o no ser recibidas o compartidas por el Juez. Según la información que hemos 
recibido, los Jueces no están interpretando la norma de la misma forma o de manera consistente en todos los 
Juzgados, lo que genera una incertidumbre que desde el punto de vista profesional es extremadamente 
preocupante. Los colegas están sintiendo que en el marco del ejercicio del derecho de defensa de sus clientes 
están expuestos no solo a problemas de responsabilidad profesional sino que, además, no están prestando un 
consejo eficaz o no están haciendo la defensa eficaz de los intereses de sus clientes. 


Les decía que en nuestra opinión esta ley perjudica tanto a trabajadores como a empleadores; quizás, a lo 
largo de la exposición podamos transmitirles esto de manera más completa. Yo simplemente quisiera 
mostrarles un ejemplo de por qué eso es así. En el llamado proceso de menor cuantía el proceso en el que se 
tramitan causas por montos menores a $ 81.000 hay un procedimiento que yo no diría que es rápido, sino casi 
fulminante. En ese caso, se cita a una audiencia donde la empresa o el demandado tiene que ejercer sus 
defensas. Pero en esa misma audiencia también deberían declarar, por ejemplo, los testigos del trabajador. Lo 
que sucede es que el trabajador no tiene un mecanismo jurídico para efectivamente asegurarse de que esos 
testigos concurran al Juzgado. ¿Por qué? Porque no son citados por el Juzgado. De manera que, tal como lo 
estamos advirtiendo en la práctica, en algunos casos ni siquiera los propios trabajadores pueden asegurarse la 
presentación de su prueba de manera eficaz. 


Nos preocupa extremadamente que a esta ley se le pueda hacer una crítica en el sentido de que no asegura el 
derecho de defensa de las partes. Que una ley procesal sea acusada en ese sentido es extremadamente 
importante. No estoy hablando sobre los problemas de igualdad o desigualdad entre las partes; estoy 
hablando de la eficacia del derecho de defensa de ambas partes de ese proceso laboral. 


Entendemos que ninguna ley procesal puede aplicarse de manera independiente de la realidad de un país. Y 
en esa realidad del país no solo tienen que ver los intereses que eventualmente pueden estar discutiéndose en 
el juicio, sino también la realidad de la infraestructura. La infraestructura es el ambiente en el que esa ley 
tiene que aplicarse. Por supuesto, los colegas pueden no estar de acuerdo con lo que voy a decir, pero 
entiendo que nosotros somos parte también de la infraestructura o del servicio que la Justicia presta. Cuando 
hablo de infraestructura no solo estoy hablando de cantidad de Juzgados, sino de la organización interna, de 
la cantidad de funcionarios y otra serie de cuestiones que hacen a la administración del juicio. Los problemas 
de plazos procesales no resuelven necesariamente la extensión de los juicios, porque en la tramitación de un 
expediente existen los famosos tiempos muertos, que no necesariamente tienen que ver con los aspectos 
procesales típicos. 


Tenemos la fuerte impresión de que esta ley ha sido diseñada básicamente pensando en los procesos que se 
llevan a cabo en los tribunales especializados, es decir, los tribunales que se dedican exclusivamente a 
cuestiones laborales. Sin embargo, como veremos a lo largo de la exposición, esa no es la realidad estándar, 
no es la realidad promedio del país, sino que en una gran mayoría de Juzgados se tramitan expedientes de 
todas las materias. Al respecto, en las encuestas que hicimos muchas veces recogimos la inquietud de colegas 
que nos plantean por qué un expediente que tramitan, por ejemplo, sobre una pensión alimenticia, sobre un 
problema de violencia doméstica o sobre un problema penal, en el que está involucrada la libertad de las 


personas, tiene que ser demorado por una aplicación muy rápida y muy estricta de una ley laboral. Nos 
preguntan: "¿Un derecho es más importante que el otro?". Obviamente, no tenemos una respuesta para eso. 


Estamos enfrentando una virtual paralización de la Justicia laboral o, por lo menos, de aquellos procesos en 
materia laboral. A lo largo del trabajo que venimos haciendo hemos oído que hay una expectativa de muchos 
sectores en el sentido de que por lo menos disminuya la gravedad de esta situación cuando se resuelvan todas 
las inconstitucionalidades. Nosotros no compartimos esa afirmación. Las eventuales inconstitucionalidades 
que resta resolver solucionarán algunos de los aspectos que tienen que ver simplemente con la 
constitucionalidad o no de la ley. Cuando se llegue a la sentencia del proceso de inconstitucionalidad, esos 
expedientes volverán a sus Juzgados de origen. Y ahí empieza un nuevo problema. ¿Por qué? Porque la 
aplicación de esta ley, con los plazos y requisitos que exige, será una carga tan pesada para los Juzgados que 
entendemos que será imposible cumplir con los procesos tal como están diseñados otorgando a las partes las 
garantías razonables. 


De manera que el único escenario que nosotros advertimos, inclusive después de que las 
inconstitucionalidades hayan sido resueltas, es un agravamiento del problema y no una solución. 


Venimos acá con interés constructivo, insisto, preocupados por la situación de los colegas que están 
enfrentados a la imposibilidad o al riesgo muy grande a la hora de ejercer la defensa de sus clientes, tanto 
empresas o demandados, como actores y trabajadores. 


Ofrecemos la experiencia que tenemos, no necesariamente desde el ámbito académico, a pesar de que nos 
acompaña uno de sus connotados representantes. Nuestro interés es práctico. Venimos a transmitirles los 
problemas, pero también traemos una serie importante de soluciones que, a nuestro juicio, podrían 
encaminar, en una eventual modificación de la ley, muchas de las situaciones que les estamos planteando y 
que insisto nos tienen extremadamente preocupados. 


Si me permiten, le cedo la palabra al doctor Silveira Rocha, abogado que ejerce mucho en el interior y que 
nos puede dar un panorama de cómo se viven allí estas cuestiones. 


SEÑOR SILVEIRA.- Como ha dicho el doctor Mezzera, mi presencia en esta Comisión se debe a la 
circunstancia de que ejerzo mi profesión en el interior de la República, concretamente en Cerro Largo, 
y los términos que él acaba de expresar son compartibles ciento por ciento. 


En el interior del país no existen juzgados especializados, en consecuencia, en las capitales departamentales, 
los juzgados que entienden en materia laboral también lo hacen en violencia doméstica, problemas de 
menores y adolescentes, civiles, comerciales, de familia, con el agravante de que en algunas ciudades como 
Dolores, Young y Bella Unión hay dos juzgados con competencia completa. Es decir, además de todas esas 
materias entienden en materia penal. Entonces, el Juez que está resolviendo un proceso laboral con las 
características de urgencia e inmediatez que se ha diseñado, simultáneamente porque en esas ciudades de 
juzgado único está de turno permanentemente debe resolver los problemas de los delitos que se puedan 
cometer, con los plazos constitucionales, en el caso de haber detenidos. Mientras está tramitando una 
audiencia laboral intentando interrogar a los testigos, puede recibir los llamados de la Policía por denuncias 
de violencia doméstica, de menores y adolescentes y el INAU que informa de los problemas que se dan a 
diario. Además de eso tiene que tramitar sucesiones, incapacidades, pensiones alimenticias, arrendamientos, 
gente que no cumple contratos. Es decir, simultáneamente, está resolviendo una cantidad de problemas y 
ustedes podrían decirme: los tenía que resolver antes. Sí, pero con el agravante de que ahora se le han 
establecido determinados procedimientos y plazos que le quitan flexibilidad. 


Entonces, lo que sucede es que a las complicaciones naturales que se dan por el desarrollo de la vida en 
sociedad, problemas de inseguridad y problemas sociales de los que somos conscientes, se han agregado 
mecanismos muy rígidos que el Juez no puede adaptar, porque se han establecido plazos que son brevísimos, 
que no se pueden prorrogar y en consecuencia constriñen enormemente sus posibilidades de maniobra. Puede 
suceder lo he visto personalmente, no estoy hablando de ejemplos de la academia que dos personas que 
fueron conducidas por la Policía por un problema de violencia doméstica, deban permanecer sentadas en una 
punta del juzgado la señora y en otra su compañero desde la una de la tarde hasta las siete de la tarde, cuando 
el Juez logra terminar una audiencia laboral, si es que entre tanto no hubo un delito flagrante que le obligue a 
hacer la reconstrucción o tomar otras medidas, en cuyo caso suspende absolutamente todo para resolver la 


situación. No es descabellado encontrar a las nueve o diez de la noche gente que todavía está esperando 
porque se ha superpuesto una cantidad de cosas, situación que podría haberse solucionado con prórrogas, con 
mecanismos que le permitieran al Juez mayor flexibilidad. 


Felizmente, todas estas ciudades están teniendo un auge económico importante. Hay industrias radicadas con 
volumen, por ejemplo, en la ciudad de Río Branco están instalados los molinos arroceros del país con más de 
trescientos o cuatrocientos trabajadores cada uno. En esa ciudad hay más de nueve free shop, algunos con 
más de cien trabajadores, cuyo movimiento y actividad laboral pueden eventualmente generar reclamos 
laborales lo que dificulta enormemente el funcionamiento de esas sedes. 


Voy a citar un ejemplo que recibí ayer por la mañana. Un cliente acaba de recibir una citación de un 
profesional universitario, que es empleado, sujeto de dependencia, que reclama porque en el salario del mes 
de mayo se le hizo un descuento de $ 19.000 por unos días que la empresa considera no trabajó. Quiere decir 
que cuando la empresa le diga que no y el dependiente vaya a juicio por ese monto llega al proceso de menor 
cuantía, ese proceso por el reclamo de una persona que tiene un muy buen salario, que se lo ha ganado no se 
está discutiendo el monto del salario le va a quitar prioridad a otro de una persona que por ejemplo, está 
reclamando una pensión alimenticia lamentablemente hay padres o madres que no cumplen con sus 
obligaciones y va a postergar juicios laborales iniciados antes de la vigencia de esta ley por parte de 
empleados que son tan trabajadores como este profesional que va a reclamar. 


Son problemas concretos, prácticos, no son problemas ideológicos ni de posturas. Siento que la ley no solo 
fue hecha en Montevideo sino también pensada para Montevideo, para empresas constituidas con el diseño 
tradicional de empresas con estructuras. Pero a los efectos de le ley también son empresas las casas de 
familia que tienen una doméstica, también son patronos quienes contratan una persona para que les haga una 
reforma en su casa. A toda esa gente se le ha dado un tratamiento que, personalmente creo, es inadecuado 
porque se les ha equiparado, se les ha puesto cargas que no están en condiciones de soportar. No me refiero 
solo a los aspectos de constitucionalidad que no vienen al caso, pero en los casos prácticos, ¿cómo hace una 
señora que su doméstica le reclama para constituir la garantía en cinco días sin pagar porque perdió la 
condena? 


Durante más de quince años fui funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y suelo contar que 
en el interior por lo menos en Melo y en Río Branco en concreto, no eran claras las diferencias entre patrones 
y empleados. Señor Presidente: usted no los identificaba porque el patrón fuera el más elegante y el vestido 
más modestamente, el empleado. Había grandes dudas porque la realidad social del interior es 
completamente distinta, están mezclados los patrones con los trabajadores. Los legisladores que son del 
interior saben que eso es así; concurren a los mismos lugares, van a las mimas escuelas, a los mismos clubes. 
Considero que esa realidad no ha sido contemplada en la ley y está llevando a dificultades prácticas. Los 
abogados corremos el riesgo de brindar un mal asesoramiento tanto a los trabajadores como a los 
empresarios. En el interior no existen, o son muy pocos los casos de abogados especializados en una única 
materia. En el interior, todos hacemos prácticamente todo, hacemos penal, laboral, familia, porque no hay 
margen, no hay volumen de trabajo como para que los abogados se especialicen. Y esta ley, discúlpenme, no 
quiero parecer irrespetuoso, fue pensada para ese esquema tradicional de empresas grandes con una multitud 
de funcionarios administrativos, de esquemas administrativos que permiten su defensa y esa no es la realidad 
del interior del país. A los juzgados se les han generado complicaciones jurídicas y complicaciones prácticas 
a las partes cuando tienen que comparecer, cuando tienen que defender sus derechos. 


Creo que extenderme más sería excesivo porque el intento de mi aporte era desarrollar los problemas 
concretos y prácticos que ustedes pueden verificar consultando a la Asociación de Magistrados del Uruguay, 
a los jueces que ejercen en el interior del país y a los compañeros políticos, los correligionarios que ejercen 
en el interior del país y van a comprobar que no estoy exagerando absolutamente nada. En la práctica, para 
los abogados la aplicación de esta ley es una complicación. 


Agradezco la oportunidad y reitero lo que decía el doctor Mezzera. Nuestro interés es buscar soluciones que 
sean prácticas, que sean aplicables, que beneficien y agilicen los procesos, minimizando las dudas y los 
riesgos que ha generado este proceso que se ha diseñado. 


SEÑOR PEREYRA.- Integro la Comisión del Colegio de Abogados y soy profesor de Derecho Procesal 
en la Universidad de Montevideo. 


Como decían los compañeros, la idea es hacer un aporte constructivo y sobre esa base, si bien entiendo que 
todavía la Comisión no tiene a estudio un proyecto concreto, nos gustaría hacer referencia a las disposiciones 
fundamentales de la ley que entendemos deben modificarse. |Actualmente, tenemos una Justicia laboral que 
está paralizada, básicamente, por tres grandes problemas. Uno de ellos son las normas ya declaradas 
inconstitucionales o las normas inconstitucionales que puedan declararse tales a posterioridad. Podemos 
pensar que estos problemas se resolverán cuando la Corte, finalmente, en base a un elenco de normas, diga: 
"Bueno, las normas inconstitucionales son A, B y C" y el Parlamento las modifique, ajustándolas a la 
Constitución. Sin embargo, nuestra preocupación como abogados es que ahí recién será el inicio de una 
nueva fase de paralización de la Justicia laboral, en virtud de la enorme cantidad de problemas 
interpretativos. 


La ley tiene dos problemas centrales: normas inconstitucionales y normas que, sin serlo, son técnicamente 
inadecuadas, incorrectas e, inclusive, inaplicables en la práctica del país y, fundamentalmente, en el interior. 
Para estos dos problemas, entendemos que las soluciones vienen por el lado de realizar modificaciones a la 
ley. Y en ese aporte constructivo que el Colegio de Abogados quiere realizar, entendemos que más allá de las 
opiniones personales de cada uno de nosotros sobre cuál puede ser la mejor estructura procesal, el 
Parlamento ha optado por la regulación de un proceso laboral autónomo y especial. Entonces, vamos a 
respetar esa interpretación y trataremos de aportar sobre la base de esa realidad, que es la que aparentemente 
está primando. 


Además, hay un tercer grupo de problemas que tiene que ver con la gestión que ninguna ley procesal va a 
poder resolver. Es imposible que una ley procesal con estas características de celeridad pueda ser aplicada si, 
paralelamente, no tenemos más recursos para capacitación, para funcionarios, para coordinación entre el 
Poder Judicial y los organismos públicos. Voy a poner un ejemplo muy concreto: nos apuramos mucho para 
tener la contestación de la demanda en diez días y la respuesta de un oficio a cualquier organismo público 
tarda entre seis y siete meses. Entonces, ¿realmente tiene sentido disminuir las garantías de las partes con 
plazos tan breves si luego hay que sentarse a esperar un oficio que tarda seis o siete meses en venir de un 
organismo público y en ese lapso las partes nada pueden hacer, ni el abogado del trabajador ni el del 
empleador? En definitiva, se apunta a plazos que terminan limitando las garantías de las partes cuando, 
después, los tiempos muertos a que hacía referencia el doctor Mezzera paralizan el proceso. 


También hay un cuarto problema que fundamentalmente preocupa al abogado del trabajador y es que, 
probablemente, tendremos sentencias muy rápidas, pero no hay una sola norma de la ley que modifique su 
ejecución. ¿Que quiero decir con esto? Si el empleador no cumple con la sentencia, habrá que ir al mismo 
proceso de ejecución que rige actualmente, que funciona pésimamente. La ley no tiene una sola referencia a 
cómo solucionar los problemas de la ejecución. Entonces, podemos tener hermosísimas sentencias para el 
abogado del trabajador que si el empleador se niega a cumplir, no va a poder ejecutar. 


Yendo concretamente a las normas de la ley y a los aportes que queríamos hacer, vamos a dar algunos 
ejemplos concretos. Primero, la conciliación previa se hace en el Ministerio de Trabajo entre las dos partes. 
El artículo 6” de la ley establece que si en treinta días no se realiza la conciliación, se podrá prescindir de la 
misma. O sea que el trabajador podrá iniciar juicio al empleador sin hacer la conciliación. El Colegio de 
Abogados entiende y así nos lo han hecho saber muchísimos de nuestros asociados que esa posibilidad de 
quedarse sin la conciliación es realmente una afectación de un instituto que estaba funcionando muy bien, 
porque hay un altísimo porcentaje de acuerdos a los que se llega en el Ministerio de Trabajo. Entonces, ¿cuál 
es el fundamento de la norma? Se estableció esto porque se pensó que probablemente en algunos o en 
muchos casos no se podría llegar a la conciliación en treinta días. Nos parece que ese es un problema que 
debe resolverse desde la órbita de la estructura administrativa del Ministerio, pero no sacrificando un instituto 
que funciona muy adecuadamente, que los trabajadores y los empleadores valoran mucho, porque 
eventualmente no tenemos la posibilidad de cumplir con ese requisito. En concreto, entendemos que no se 
puede prescindir de la conciliación. 


Segundo, en el artículo 3* de la ley se hace una segunda referencia a la conciliación. Entendemos que no es 
adecuado prescindir de la asistencia letrada obligatoria en causas de menos de 20 Unidades Reajustables. Nos 
parece que para algunos trabajadores y empleadores ese monto puede ser relevante y es importante contar 
con un abogado que les haga ver su derecho, porque ahí hay riesgo de disposición de derechos, ya que a 
veces se piensa que son 20 Unidades Reajustables, pero puede ser muchísimo más. Entonces, en concreto, 
entendemos que en el artículo 3 debe preverse la asistencia obligatoria de los abogados en todos los casos. 


El tercer gran tema es el de los plazos. Esto refiere a los artículos 9%, 11 y 17 de la ley. Esta ley acortó 
muchísimo los plazos que tienen tanto el abogado del trabajador como el del empleador para realizar sus 
actos. Les pongo dos ejemplos. Para contestar la demanda hay tan solo diez días. En el Período pasado, se ha 
dicho en las Comisiones que en muchos países el plazo para contestar la demanda era de diez días, y esto es 
cierto. Lo que se ha olvidado decir es que en Uruguay ese plazo para contestar la demanda requiere presentar 
toda la prueba y si no se presenta la prueba dentro de ese plazo, se pierde el juicio. En cambio, en otros países 
la prueba se puede presentar a posteriori. Se ha olvidado un tema central: que dentro de los diez días debe 
venir la parte a traer toda la prueba. Por lo tanto, entendemos que es un plazo que en la práctica hace 
imposible cumplir una adecuada defensa. Quizás en Montevideo los grandes estudios de abogados y las 
grandes empresas puedan cumplir con esto, pero en el interior, donde el abogado ejerce todas las materias, 
donde no hay grandes infraestructuras, es materialmente imposible hacer una buena defensa de la parte sin 
contar con un plazo mayor. Y vuelvo a la pregunta de hoy: ¿de qué nos sirve reducir el plazo de treinta días 
como era en el proceso anterior a diez, si luego tenemos que esperar seis meses la respuesta de un oficio y los 
Jueces no van a poder cumplir el plazo que la ley les establece? 


Lo mismo pasa con un plazo fundamental para el trabajador: este tiene tres días para contestar la defensa que 
le plantee el empleador. Ese plazo nos parece absolutamente imposible de cumplir para el abogado del 
trabajador, y esto lo han dicho abogados de sindicatos y de trabajadores que nos han hecho llegar su 
referencia y su comentario. 


También ocurre esto con el plazo para apelar la sentencia definitiva, que tan solo prevé cinco días que en los 
hechos termina siendo cuatro por una ineficiencia de la ley. 


Cuarto gran tema: artículo 9%, fijación de la audiencia. Ustedes saben que, después de la demanda y de la 
contestación, hay una audiencia central. Nosotros entendemos que la manera en que está regulada la ley no 
permite que esa audiencia cumpla todas sus finalidades porque el Juez fija la audiencia desde la etapa inicial 
y no después de que se contestó la demanda, con lo cual, en los hechos, ¿que está pasando? Se llega a la 
audiencia y dicen: "Muchas gracias, pero no podemos seguir adelante porque no llegó la prueba, porque no se 
pudo hacer la notificación correcta" y se suspende la audiencia. Entonces, la audiencia se transforma en un 
plazo muy breve en el que se realiza, pero no se puede cumplir. 


Quinto tema que está previsto en varias disposiciones de la ley. Hay un problema central desde la óptica de 
los abogados. Esta ley establece enormes consecuencias si un abogado no cumple en plazo lo que la ley dice. 
Sin embargo, no establece una sola consecuencia si los Jueces no cumplen los plazos determinados por la ley. 
Nosotros entendemos que si se quiere acelerar el proceso, además de establecer consecuencias para los 
abogados, tienen que establecerse consecuencias para los Jueces. Y desde ese punto de vista nos parece una 
excelente propuesta la que la propia Suprema Corte de Justicia ha hecho en su proyecto al establecer que si el 
Juez no puede cumplir con el plazo, deberá informarlo a la Corte y podrá ser sometido a responsabilidad. Nos 
parece que si a los abogados se nos exige tanto y estamos eventualmente dispuestos a colaborar, debe 
exigirse a los Jueces en forma paralela y proporcional. 


El sexto tema a considerar es el régimen de notificaciones, relativo al artículo 25. La notificación es una 
garantía esencial para poder defenderme. Si no me entero de lo que está pasando, no me puedo defender. 
Entendemos que esta ley se olvidó de un instituto fundamental que son las notificaciones electrónicas, que ha 
sido un gran avance en el sistema judicial uruguayo. De acuerdo con como está regulada esta ley, quedaron 
fuera las notificaciones electrónicas. Entendemos que debe volverse a eso. 


El séptimo tema creo que es el central. Hoy dijimos que una vez que se solucione el problema de las 
inconstitucionalidades, tendremos problemas prácticos de implementación de la ley que van a paralizar el 
proceso. ¿Por qué? Porque esta es una ley muy breve, y eso podría ser un gran elogio si tuviera una norma 
final, como sucede en todas partes del mundo, que dijera: "En todo lo que no está resuelto en esta ley se 
aplicará la ley general". Sin embargo, esta ley no prevé eso. Por lo tanto, para que lo vean en un caso 
concreto, no está claro cómo se cuentan los plazos, por ejemplo el plazo para contestar la demanda. Eso 
implica que perfectamente pueden verse las partes perjudicadas por interpretaciones sobre los plazos y en 
temas como este la seguridad jurídica es esencial. [Nuestra propuesta es que exista una disposición final en la 
ley que establezca, que en aquellos temas que no están previstos ni regulados en la ley, se aplicará la solución 
de la ley general que, en este caso, es el Código General del Proceso. Así funciona en todos los países del 


mundo y así se regulan las leyes breves en materia de procesos laborales, con una solución general como 
reserva. 


Otro caso práctico que podemos señalar es el siguiente. ¿Qué valor tiene en un proceso laboral un documento 
público? ¿Tiene el mismo valor que en un proceso general o el valor es distinto? No se sabe, reitero, al no 
existir una referencia a la solución general. 


Para terminar voy a plantear dos temas muy breves. El primero de ellos tiene que ver con que en esta ley se 
regule la posibilidad de que las partes, trabajadora y empleadora, de común acuerdo, puedan suspender el 
proceso. Esto no está claro en la ley y es muy importante, porque muchas veces resuelven ambas partes 
suspender el proceso de común acuerdo para negociar y esta negociación va en pos de que siempre una 
solución acordada es mejor que una impuesta por un Juez. Entonces, si las dos partes de común acuerdo 
expresamente lo manifiestan, no debería haber ningún impedimento para esto. 


El otro punto refiere a la multa. El artículo 29 de la ley establece una solución que entendemos que, técnica y 
filosóficamente, es muy adecuada, que implica determinar una multa del 10% para el caso de que el 
empleador no pague en fecha los créditos. Pero esta norma, tal como está regulada, es muy probable que sea 
inconstitucional, porque no establece un solo mecanismo que permita al empleador liberarse de esa multa. 
Por ejemplo, hoy se despide a un trabajador y el empleador le dice: "Acá está su despido para cobrar". 
Bastaría con que el trabajador dijera que hoy no va a buscar el dinero sino mañana para que se genere el 10% 
de multa. O sea que no existe un mecanismo que permita a la parte empleadora liberarse voluntariamente del 
cumplimiento de esa multa. Queda a la libre potestad del trabajador ir el día que es exigible cobrar el crédito 
a cobrar o a no cobrar. Esto se puede solucionar muy fácilmente a través de un instrumento administrativo en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por ejemplo, si el empleador comunica a dicha Cartera que está 
disponible ese crédito para que el trabajador vaya a cobrarlo. Pero así como está regulado, quedando 
potestativo a una de las partes, realmente no funciona. 


En conclusión, entendemos que a todos estos problemas se les puede buscar una solución y el proyecto que 
ha presentado la Suprema Corte de Justicia contempla la mayor parte de estos instrumentos que nosotros 
referíamos. Desde ya decimos a la Comisión que, como Colegio de Abogados, estamos dispuestos a 
colaborar articulando los diversos actores para eventualmente presentar una propuesta lo más consensuada 
posible de todos los interlocutores, en pos de soluciones este problema sobre la base de un proceso especial 
en material laboral. 


SEÑORA MURGUÍA.- Además de ser integrante del Colegio de Abogados, integro la Comisión y 
ejerzo en materia laboral en Montevideo. 


Realmente, es muy interesante todo este trabajo que estamos haciendo en el Colegio de Abogados porque 
hemos descubierto una realidad que, como profesionales que ejercemos en Montevideo, desconocíamos y es 
muy preocupante. 


Además, queremos resaltar esto ya fue expresado acá que no estamos expresando opiniones personales sino 
que somos la voz de nuestros colegas, de los abogados socios del Colegio y sobre la base de las inquietudes 
que recibimos. 


Otro inconveniente que plantea la ley en el proceso ordinario es la imposibilidad de citar a terceros en 
garantía. La ley de tercerizaciones afecta el derecho de defensa, ya que tanto los trabajadores como los 
empleadores están imposibilitados de citar a un tercero en garantía. Existe una ley que establece 
responsabilidades al empleador y a terceros y, para la defensa de los derechos, es indispensable citar al 
tercero realmente responsable. Se argumenta que ello puede ser una maniobra dilatoria; algunos empleadores 
podrían utilizarlo como una maniobra dilatoria pero eso se soluciona estableciendo en la ley una sanción para 
estos casos. 


Otro de los puntos es la sanción por la incomparecencia del actor a la audiencia preliminar. Con respecto a 
ello, la Suprema Corte de Justicia ya ha declarado su inconstitucionalidad; es uno de los temas que requieren 
una solución. En conversaciones mantenidas se nos ha planteado la búsqueda de una solución en este sentido, 
y pensamos que lo mejor es que el actor se tuviera desistido del proceso. Hay una diferencia importante en 
este aspecto. Una cosa es el desistimiento del proceso y, otra, el desistimiento de la pretensión. En la solución 


del Código General del Proceso se lo tiene desistido de la pretensión y ello significa que no puede iniciar un 
nuevo juicio. Esta sanción no sería igualitaria con la que tiene el empleador, que se lo tiene casi como 
allanado a la demanda, con lo cual también podría tener visos de inconstitucionalidad. También podría ser 
declarada inconstitucional, por lo que creemos que esta no es una solución. Asimismo, se presta para 
maniobras no éticas lamentablemente no todo el mundo actúa con ética como, por ejemplo, frente a una mala 
demanda, el actor no comparece a la audiencia y con la contestación de la demanda y la prueba a la vista, 
plantea una nueva demanda. De cualquier manera el argumento principal además de este argumento ético es 
el argumento jurídico práctico que determina que al no ser equivalentes las sanciones aplicadas a las partes 
ante la incomparecencia a la audiencia, es muy probable que una solución de esa naturaleza fuera afectada 
por nuevas acciones de inconstitucionalidad y posibles declaraciones de inconstitucionalidad por parte de la 
Suprema Corte de Justicia. En nuestra opinión la solución sería volver a la solución anterior, prevista en el 
Código General del Proceso. 


Por otra parte, el proceso de menor cuantía no sabemos si la Corte lo va a declarar inconstitucional o no en la 
práctica está dando situaciones gravísimas, que dejan en estado de indefensión tanto a trabajadores como a 
empresas por la imposibilidad de la producción de la prueba, conforme lo expresó anteriormente el doctor 
Pereyra. Creemos que debe existir proceso de menor cuantía y que el monto fijado es excesivo, sobre todo 
para el interior del país y para determinadas relaciones laborales, máxime si tenemos en cuenta como 
expresara el doctor Pereyra el caso de empleadores que no son grandes empresas ni personas solventes. Hoy 
se comentaba, por ejemplo, que de golpe el empleador es un soldado que contrató a una persona para cuidar a 
su madre enferma y no tiene, de pronto, los medios necesarios para ello. Normalmente estos son los procesos 
de menor cuantía. Una de las soluciones que planteamos es bajar el monto del proceso y establecerlo en 
Unidades Reajustables o en algún otro sistema para que no quede en manos de la Suprema Corte de Justicia 
la adecuación del monto y que sea permanente. 


Como ya existe antecedentes, se tomó como ejemplo el proceso de defensa del consumidor que también tiene 
un proceso de sumario y, además, su monto es inferior, lo cual coincide con lo que se estuvo analizando en 
relación a lo que se aplica en los procesos de menor cuantía a nivel regional. Entonces, proponemos un 
monto equivalente a 100 Unidades Reajustables. 


En relación con el proceso, se debe dar garantías a las partes de una debida defensa en un proceso corto. En 
nuestra opinión primero debería darse un plazo fijo para la contestación de la demanda, y que esta fuera por 
escrito, cosa que ya se está llevando a la práctica cuando las sedes solicitan las contestaciones por escrito. 
Además, que el Juez no ordene el diligenciamiento de la prueba en forma previa a la contestación de la 
demanda produce un desgaste de los recursos cuando quizá no sea necesario. Muchas veces el actor pide el 
diligenciamiento de la prueba y en ocasiones no es necesaria porque posteriormente no hay controversias 
sobre todos estos puntos. Entonces, al no haber controversias, la prueba que necesita el juicio probablemente 
es menor a la que se ordenó inicialmente. Existe la necesidad de que el Juez ordene el diligenciamiento de 
toda la prueba, tanto del actor como del demandado para asegurarse que esté en el juicio y no lo que se está 
dando ahora cuando se llega a la audiencia y no hay pruebas. Y mayoritariamente son los actores quienes no 
cuentan con las pruebas. 


Entonces, el proceso en concreto sería: la demanda, la contestación, y el Juez, con la demanda y la 
contestación fija la audiencia en un plazo breve para tener asegurado que para esa fecha va a contar con la 
prueba. En el proceso de menor cuantía el abogado tiene que contestar las excepciones en la audiencia; de 
pronto, no tiene los elementos, no tuvo tiempo de hacer averiguaciones ni producir prueba. Por otro lado, 
contar con una respuesta por escrito y que se le dé un traslado a las excepciones con un plazo breve, le da la 
posibilidad de contestar en forma y de producir prueba, de la que puede ordenar el diligenciamiento una vez 
contestada y antes de la celebración de la audiencia. 


En el proceso de liquidación de sentencias se están planteando problemas. La ley establece que se debe 
condenar en montos líquidos; que los Jueces deben establecer el monto líquido de la condena. Normalmente, 
se reclama sobre montos nominales y no sobre montos líquidos. Hay muchos rubros laborales que están 
gravados por cargas sociales y otros que están gravados por el Impuesto a las Retribuciones a las Personas 
Físicas. 


En la práctica, se está dando el problema de que como no hay prohibición al respecto y el Juez condena sobre 
montos líquidos, no se hace en el cálculo de la sentencia el descuento de los tributos que correspondería y, en 


casos de los cuales se ha pedido declaración y ampliación, se entiende que se condenó a montos líquidos. 
Entonces, la condena pasa a ser superior a la debida. Por lo tanto, se requiere una aclaración respecto a que se 
condene en montos líquidos, aplicando las retenciones tributarias que correspondan. 


Otro tema importante es el de la competencia en los juicios laborales contra el Estado y otros. No está claro y 
se están dando muchas contiendas de competencia en las cuales se demanda al Estado y a otros con juicios 
que también están quedando paralizados por dichas contiendas, es decir, si corresponde a los Juzgados de lo 
Contencioso Administrativo o a los Juzgados Laborales. Es un tema muy importante a resolver porque 
también se encuentran paralizados por imprecisiones de la ley; no tienen viso de inconstitucionalidad, pero 
plantean problemas prácticos e importantes. 


El último punto es la eliminación del requisito del depósito para apelar por parte del demandado; ese es un 
tema sencillo, la Corte ya lo declaró inconstitucional, y por los considerandos y los fundamentos expuestos 
por el organismo, la única vía es la derogación del artículo, o la no inclusión en una nueva ley. 


Por último, creemos conveniente con todo respeto, señor Presidente que por un tema de técnica legislativa 
sería preferible la redacción de una nueva ley para tener en un solo cuerpo normativo todas las normas 
aplicables a un proceso y no las modificaciones, ya que se vuelve realmente complejo ir de una ley a otra. 


SEÑOR CABRERA.- Voy a tratar de hablar lo menos posible de Derecho y, sobre todo, de derecho 
procesal, que sé que es un tema particularmente árido en la medida en que es un tema instrumental. 
En definitiva, el derecho procesal es un invento para lograr que el derecho sustancial pueda 
efectivizarse de alguna manera. Los que somos abogados sabemos acerca de ese tema, a diferencia del 
derecho sustancial, en el que el trabajador sabe lo que es el aguinaldo, la liquidación, y los vive 
permanentemente. 


Nosotros pedimos la entrevista a la Comisión de Legislación del Trabajo de la misma forma en que pedimos 
la entrevista al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con tiempo, sabiendo que no había un proyecto 
sobre la mesa. Luego de esa instancia, en la que mantuvimos una buena charla, dejamos el mismo documento 
que han referido mis colegas. Sin adelantar la posición del Ministerio, en muchos de los temas podemos tener 
posiciones encontradas y hay necesidad de buscar soluciones. 


Pedimos la entrevista con tiempo porque creemos que las declaraciones de inconstitucionalidad son una 
buena oportunidad política para mejorar una norma que, luego de aprobada y puesta en práctica, ha 
demostrado deficiencias. 


Venimos como de Colegio de Abogados a tratar de hacer una exposición absolutamente amplia y 
representativa de nuestros socios. Cuando se habla de los Juzgados especializados, también implica actores 
especializados, sindicalistas experientes, abogados especialistas en derecho laboral, negociadores 
experientes. Esa es una parte de la realidad. En muchos lugares, notoriamente, en el interior, hay abogados no 
especializados, Juzgados no especializados, sindicalistas nuevos, y hay una lógica de las relaciones laborales 
que no necesariamente es la lógica acotada y conocida con la que muchos trabajamos en Montevideo. 
Tenemos el caso del Diputado Groba, el Diputado Puig, sindicalistas con larga trayectoria, sabemos lo que 
estamos hablando: conocemos a los actores, conocemos a los negociadores y conocemos a los Jueces. 


Esa es una realidad parcial, no es toda la realidad. Pero esta es una ley que se aplica en todo el país y a todas 
las realidades. Tal vez, muchos de los defectos que aparecen en la práctica surgen de estas consideraciones. 


Venimos en términos de defensa gremial; se podría plantear que es un interés menor y que la defensa del 
colectivo de abogados es un problema de los abogados, porque hay cosas más importantes como, por 
ejemplo, la defensa de los trabajadores. El problema es que cuando hacemos una defensa de las pautas 
precisa un abogado para trabajar bien, necesariamente, estamos hablando de la defensa del que está atrás del 
abogado, del que contrata sus servicios. Es un trabajador, es un empleador, son personas que confían en un 
profesional para defender sus derechos. Lo hemos visto mil veces; me refiero al trabajador que dice: "Quiero 
cambiar de abogado porque con mi abogado el expediente está hace dos años y no se mueve". Todos lo 
conocemos. También se da el caso del empresario que dice: "Me defendieron mal, perdí el juicio". 


En definitiva, cuando hablamos de que esta ley afecta el trabajo de los abogados, nos referimos a que afecta 
la buena defensa de las personas involucradas en un litigio, más allá de los abogados. Eso se da a partir de 
una ley que estableció un procedimiento autónomo y que nos ha cambiado no solo plazos sino soluciones 
generales a las cuales ya estábamos acostumbrados y habituados a trabajar con ellas. 


Quisiera poner un ejemplo para ser claro en lo que planteo. Es como si mañana el Reglamento de la Cámara 
estableciera un reglamento particular para la Comisión de Legislación del Trabajo y el informe que brindara 
en el Plenario no fuera de cuarenta y cinco minutos sino de veintiocho. Está bien o no; no lo sé. 
Posiblemente, durante el primer año uno arme un esquema para informar que termine siendo largo porque no 
se acostumbró, y si uno está en dos Comisiones, como pasa con los abogados del interior, va a tener varios 
tipos de esquema de informes, uno de 45, uno de 20, uno de 17. Ese es el principal problema. 


Si existe voluntad política que sea así, está bien, pero, entonces, tratemos de que sea lo más preciso y certero 
posible. Y en todo aquello que no sea distinto, que se apliquen las reglas generales. Si hay una solución 
distinta para el derecho laboral, bueno, será mejor o peor, la compartiremos o no, no importa, eso lo 
analizaremos cuando haya un proyecto, pero lo que sí pedimos es que haya certeza jurídica. Más allá de la 
solución general, en lo que haya dudas, se me aplique un régimen general, el que existe para todos, esto es, el 
Código General del Proceso. Eso es importante como concepto. Puede ser muy abstracta la discusión, son 
cosas técnicas que habrá que analizarlas con mucha calma, pero el peor plazo posible es el que no sé cuándo 
empieza y cuándo termina. Y si no me lo dice la ley, tengo que ir a otro lugar para leerlo. Si se cuentan días 
hábiles o inhábiles, si no me lo dice la ley, tengo que buscar otro lugar donde me den esa respuesta. |Porque 
yo tengo enfrente a mi cliente, el trabajador, o el empresario, que me pregunta cuándo tiene que pasar a 
firmar, y yo tengo que decirle: es hoy, y no puedo decirle que es hoy pero que, en realidad, el plazo terminó 
ayer. Es un problema de eficaz y efectiva defensa de los derechos de las partes involucradas en el proceso. A 
eso hace nuestro planteo de que esta ley dificulta el trabajo de los abogados. No es un problema de 
comodidad ni de interés menor; es un problema de eficacia en la defensa de derechos sustanciales 


La realidad es que los que ejercemos el Derecho sabemos que la ley de procedimiento no es el único motivo 
por el cual los juicios demoran. También sabemos que hay Juzgados buenos, malos y regulares. Y sabemos 
que con la ley de procedimiento anterior o con esta, vamos a tener juicios más cortos y más largos 
dependiendo de que se tramiten en un Jugado bueno, en uno malo o en uno regular. 


No todo se resuelve en los plazos. En los hechos, si uno, sin saber Derecho, sumara plazos, observaría que el 
juicio terminaría en pocos días, pero la realidad es que los juicios demoran meses o años, porque entre plazo 
y plazo hay tiempos en los que el expediente no está haciendo nada; son tiempos muertos de Juzgado, 
tiempos muertos de un organismo que no respondió a un oficio. 


Por ejemplo, se puede pedir que la Cámara de Representantes informe si determinado funcionario cobraba o 
no cierta prima; pero cuánto demorará la Cámara en enviar esa información al Juzgado, eso dependerá. Si la 
manda muy rápido, el juicio va a ser más rápido, pero si demora mucho, el juicio va a ser más lento, ambos 
van a dar un proceso más largo o más corto, pero eso no va a tener que ver con el proceso sino con una 
prueba pedida a un tercero ajeno que demoró más o menos. También es importante tener eso en cuenta al 
momento de legislar. Porque cuando los doctores Mezzera o Pereyra decían que nosotros también queremos 
responsabilidad de otros actores, ese es un dato de la realidad. 


Cuando decimos que queremos que el Ministerio haga las conciliaciones dentro de los treinta días y no que 
no las haga, es un dato de la realidad. Es decir que así como se nos pide a los abogados que tengamos una 
gestión mucho más controlada, también la debe tener el resto de los actores. 


Digamos, además, que a quienes representamos, la enorme mayoría de los abogados que ejercen en el 
Uruguay como ustedes lo sabrán son empresas unipersonales, más allá de que ese término posiblemente 
pueda estar en polémica en esta Comisión. En su enorme mayoría se trata de abogados que alquilan una 
oficina compartiendo gastos con otros colegas, que a veces tienen secretaria y otras veces no, y que se ponen 
un maletín en su mano o una carpeta bajo el brazo y salen a recorrer los Juzgados; son trabajadores del 
Derecho, por llamarlos de alguna manera. El concepto de gran estudio es igual que el concepto de la gran 
empresa o del gran sindicato. 


Cuando nosotros hacemos normas para solucionar problemas, no atacamos a los actores más grandes, porque 
esos están organizados. ¿Cuál es el problema del trabajador que tiene buena sindicalización? Ninguno; el 


problema se da cuando no hay un sindicato atrás y es un trabajador aislado. En este caso sucede lo mismo. El 
abogado aislado, que es el 70% de nuestros asociados, es el que tiene problemas en el cumplimiento de esta 
norma. 


Me parece que esta es una buena oportunidad para resolver problemas. Lo que planteaba la doctora Murguía 
al final respecto a los juicios contra el Estado, es un gran problema. Todos conocemos la génesis de la ley de 
Rendición de Cuentas, por la cual se estableció la competencia especial para los juicios contra el Estado, pero 
la realidad es que hoy, cuando se demanda una tercerización del Estado, en la que hay una empresa privada y 
el Estado, necesariamente se genera una contienda de competencia, porque uno, o los dos demandados, 
pueden decir que el Juzgado no es el correcto. La empresa privada dice: "Yo no soy Estado. No debo ir al 
Juzgado donde es demandado el Estado". Y si van a un Juzgado laboral, el Estado dice: "Yo tengo una ley 
especial. Tengo que ir para el otro lado". 


Este es un tema a resolver. Y dado que estamos hablando de procedimiento y jurisdicción, esta es una buena 
oportunidad. No sé cómo; puedo tener una opinión, aunque no es el tema en esta instancia. Pero sería bueno 
que la Comisión tuviera presente establecer con claridad cuál va a ser la competencia futura en los casos en 
que haya demandado un privado y un público, porque eso también está enlenteciendo los juicios, y, en los 
hechos, todos tenemos juicios parados por esa lógica. 


En definitiva, para no aburrir y, eventualmente, para no tomar más tiempo, si es que hay alguna pregunta para 
hacer, nuestro planteo es que como Colegio nos parece que la oportunidad que han dado las declaraciones de 
inconstitucionalidad abren una instancia de diálogo y de reflexión que permite mejorar una ley en aquellos 
aspectos en que su funcionamiento práctico ha generado problemas. Tenemos la convicción de que lo que 
estamos diciendo aquí es representativo de la mayoría de los abogados que ejercen. 


No se trata de un planteo ideológico ni desde un lugar. Yo soy un abogado que defiende empresas y 
trabajadores, y creo que todos tenemos dificultades, de distinto tipo, porque varía el momento en que 
tenemos la dificultad. Si soy demandado porque defiendo una empresa, tengo un problema al contestar la 
demanda; si soy un trabajador y gané el juicio pero apelaron, tengo un problema al evacuar el traslado de la 
apelación, cuando me dan la vista. Es decir que la realidad es variante. Esto lo he hablado con abogados que 
solamente se dedican a sindicatos o a trabajadores y dicen que efectivamente tienen complicaciones. 


Además, creo que es bueno en la medida en que la Comisión tiene Diputados del interior que se analicen las 
realidades departamentales que explicaba el doctor Silveira, y que al momento de legislar se tomen en 
consideración esos aspectos que no necesariamente son los que vemos a diario quienes estamos en 


Montevideo para que la ley refleje esas particularidades y contemple un sistema de relaciones que en el 
interior tiene características propias. 


Agradezco la atención que nos han prestado. Vamos a dejar un documento en el que están punteados los 


temas que han desarrollado el doctor Pereyra y la doctora Murguía, y, naturalmente, quedamos abiertos a 
cualquier pregunta que eventualmente quisieran hacernos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la información y la documentación. 
Seguramente, vamos a volver a consultarlos porque este es un proceso que va a llevar tiempo. 


(Se retira de Sala la delegación del Colegio de Abogados) 


(Ingresa a Sala una delegación del Instituto de Derecho Procesal) 


La Comisión de Legislación del Trabajo con mucho gusto da la bienvenida a los doctores 
Alejandro Abal, Angel Landoni, Luis Simón y Gabriel Valentín, del Instituto de Derecho Procesal, 
para tratar el tema relativo al proyecto de ley de abreviación de los juicios laborales. 


Estamos consultando a diferentes actores para saber su opinión sobre el estado de situación actual y sobre 
cuál consideran que es la mejor perspectiva para trabajar en este tema. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Para tratar de orientar la exposición que van a realizar, voy a hacer la 
siguiente precisión. 


El motivo de la convocatoria y la solicitud de que nos visitaran para brindarnos sus puntos de vista apunta a 
analizar el fondo del asunto, pero, fundamentalmente, a mirar desde el punto de vista práctico de qué manera 
podemos salir de una situación que no fue la deseada cuando se dictó esta ley, ya que en el ánimo de todos 
los actores que participaron en la Legislatura pasada se intentó por todos los medios buscar los mecanismos 
para que los juicios laborales pudieran abreviarse. 


Sentimos que en la gran mayoría de los casos, por lo menos en estos casi mil que hay dentro de la Suprema 
Corte de Justicia, se ha logrado el efecto contrario al deseado y, por consiguiente, quisiéramos salir de este 
atolladero por decirlo de alguna manera en que nos encontramos. 


En particular, me ha preocupado saber cuál es la opinión de ustedes, si creen que esta ley puede ser 
modificada, si sería mejor un nuevo proyecto de ley que regule integralmente este asunto, y cuáles son las 
posiciones acerca de cómo regular la globalidad del tema. Ese fue el motivo por lo menos, el mío por el cual 
plantee que en unas únicas jornadas nos reuniéramos los jueves y los viernes con todos los actores a los 
efectos de agilizar el proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si así lo entienden, sientan la libertad de expresarse sobre los aspectos de 
fondo y sobre cómo consideran que se debe encarar la situación. De alguna manera, la Comisión quiere 
un estado de situación para después definir dónde se encuentra. 


SEÑOR LANDONTI.- En este momento ocupo la Dirección del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal. 
En nombre de los compañeros, agradezco la invitación que nos formularon. 


Coincidimos con lo que expresaron los Diputados que me precedieron en el uso de la palabra en el sentido de 
que también nuestra idea es buscar racionalmente una salida que aporte soluciones al problema. El problema 
está, y de alguna manera lo planteamos en algún momento cuando vinimos al Senado queremos colaborar 
para encontrar las mejores soluciones. 


En ese sentido, coincidimos con el proyecto que en este momento es ley en el sentido de tratar de abreviar en 
lo posible el proceso laboral. ¿Cuáles son los mecanismos adecuados? En esto nuestro aporte puede ser 
interesante desde el punto de vista de que hemos dedicado gran parte de nuestra vida a especializarnos en ese 
tema. 


Aquí hay que buscar una estructura lo más sencilla posible que dé garantías fundamentalmente al trabajador 
pero también al patrón, de manera tal que el conflicto laboral individual que se plantea ante la sede judicial 
sea resuelto en un término breve. Una de las fallas que nosotros notamos en la ley hoy vigente es que no está 
prevista la ejecución. Quiere decir que, eventualmente, el trabajador puede obtener una sentencia muy linda 
pero, en definitiva, en la práctica, no la puede llevar a cabo. Esas son las grandes líneas. 


Voy a ceder el uso de la palabra a los compañeros, quienes además se van a referir a algunos casos puntuales 
que se han dado. La estructura actual, pensada con buena intención, en los hechos, no ha dado los resultados 
esperados. 


No hace mucho tuve una reunión con Jueces de Bella Unión que me decían que por mejor buena voluntad 
que tengan no se podía cumplir con los plazos establecidos en esta ley. De alguna manera, debemos tratar de 
buscar racionalmente plazos adecuados para que el trabajador pueda ejercer su derecho, el patrón pueda 
defender los eventuales derechos que pueda alegar y el Juez tenga un plazo razonable para dictar su decisión. 


SEÑOR ABAL.- Comparto la Cátedra con el doctor Landoni en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República. 


Voy a hacer una pequeña acotación a lo que señaló el doctor Landoni, que vale la pena, porque, a veces, se 
focaliza este tema de una manera un poco equivocada: no es el conflicto entre el trabajador y el empleador, 
sino el conflicto entre quien dice ser trabajador y quien dice que es su empleador; en muchas oportunidades 


esto termina siendo así. La persona que reclama no es un trabajador. Quizás los señores Diputados piensen 
que no es así, pero efectivamente lo es. 


El caso más claro que tienen a la vista es el de los guardahilos digo esto no para hacer cuestión de los 
guardahilos en sí mismos; fue un reclamo enorme de quienes decían ser trabajadores y el Poder Judicial dijo 
que no lo eran. Estas situaciones existen, son relativamente comunes, y, por supuesto, el caso de los 
guardahilos no es el único. 


En la aplicación práctica de la ley se han advertido dos clases de problemas. Uno guarda relación con la 
constitucionalidad o no de algunas soluciones. No voy a entrar en el detalle porque no vale la pena fatigarlos 
reiterando lo que seguramente ya saben sobre las resoluciones que la Suprema Corte de Justicia ya tomó con 
respecto a la constitucionalidad de algún artículo y la inconstitucionalidad de algún otro, y las que van a 
venir. Ese es un grupo de problemas. 


Me parece claro que aquellas disposiciones que la Suprema Corte ha dicho que son inconstitucionales, van a 
tener que modificarse por la sencilla razón de que si no se modifican, seguirán presentándose recursos de 
inconstitucionalidad. 


El segundo grupo de problemas no tiene que ver con la constitucionalidad de las disposiciones sino con las 
soluciones que presentan muchas normas aprobadas en esta ley. A su vez, ahí hay dos grupos de problemas, 
uno general y otro particular. Los particulares son concretos, algunos de los cuales seguramente ya han 
llegado a ser planteados como problemas en el seno de la Comisión, pero en sí no se trata de problemas de 
constitucionalidad como, por ejemplo, si la audiencia se debe fijar en el momento en que se da traslado de la 
demanda al demandado o cuestiones parecidas. Existen muchos problemas como esos, se han planteado y se 
van a seguir planteando si no se modifican o corrigen las disposiciones que plantean las soluciones 
cuestionadas. 


El problema general tiene que ver con la inseguridad. En realidad, haber establecido un proceso separado del 
regulado en el Código General del Proceso es una solución que en sí misma no es ni mala ni buena, siempre y 
cuando se regule todo. Es buena si se regula todo el proceso, pero es mala si queda en el aire qué pasa con las 
cuestiones que no están reguladas en esa ley especial. 


A los efectos de plantear un ejemplo de algo que les debe sonar conocido, me voy a referir al recurso de 
casación. En la ley no dice en ningún lado que este recurso sea admisible, pero tampoco dice que no lo sea. 
Entonces, uno se pregunta si es admisible o no. Eso va a depender del Juez que dé curso a ese recurso de 
casación si se lo plantean, y va a depender del abogado que lo planteé o no, según lo que él crea. Ustedes 
dirán: ¿por qué no se sabe? Porque la ley no lo establece. Sin embargo, el artículo 31 de la ley remite al CGP, 
pero está condicionado a lo que disponen los principios del derecho del trabajo, esta misma ley, las leyes 
laborales, etcétera. La verdad es que no se sabe qué es lo que rige. Planteé este ejemplo porque es algo 
enormemente visible, pero creo que sin ninguna dificultad podríamos encontrar que en la práctica que ya ha 
habido sobre estos procesos laborales hay no menos de doscientos o doscientos cincuenta institutos 
procesales que no se sabe si se aplican o no. 


A veces, no se sabe siquiera cómo se empiezan a computar los plazos. Ustedes se preguntarán cómo puede 
suceder esto. Es que el Código General del Proceso regula todo el proceso, y esta ley especial regula solo 
algunos artículos. Y está bien, siempre y cuando tenga una norma que diga que en lo que no está regulado en 
esta ley se aplicará el Código General del Proceso. 


En otros países la legislación procesal referida a la materia laboral está contenida en un verdadero código. 
Hay un Código Civil y al lado hay un Código Procesal Laboral. Pero acá, con treinta artículos, no podemos 
pretender tener regulado todo salvo que, insisto, en la ley existiera lo que no hay: un artículo que diga que 
todo lo que no está regulado expresamente en esta ley se regulará por el Código General del Proceso. 


Para nosotros este es un tema menor porque no tiene que ver con la constitucionalidad o no de las soluciones 
sino con cuestiones prácticas. Esa inseguridad que se crea con la manera en que se reguló en definitiva ese 
artículo 31 ha causado, y va a seguir causando, innumerables problemas en la práctica. ¿Qué puede hacer el 
Instituto de Derecho Procesal? No puede menos que apoyar, como lo hizo en su momento, que se haga un 
proceso especialmente dedicado a los trabajadores o por lo menos a quienes dicen serlo, en el entendido de 
que la mayoría de los que lo plantean efectivamente lo son, que sea tuitivo de los derechos de los 


trabajadores, en la medida en que la mayoría de las veces hay desigualdad entre quien dice ser trabajador y 
quien se dice su empleador. El Instituto apoya decididamente todo esto. Por eso apoyo el trabajo que inició el 
Parlamento cuando aprobó la ley. Pero el Instituto entiende que el texto que se aprobó y que es fuente de 
innumerables problemas algunos pocos de inconstitucionalidad; otros muchos prácticos, derivados de lo que 
se acaba de mencionar se debe perfeccionar. No se trata de sustituirlo. Ya la ley está aprobada y su espíritu se 
debe mantener por lo menos así lo entendemos, pero también creemos que deben mejorarse muchas de sus 
disposiciones. Por lo tanto, el Instituto de Derecho Procesal de la Universidad de la República se pone a la 
orden para lo que la Comisión crea que pueda aportar para mejorar este texto vigente, que en sí es bueno. 
Insisto: es bueno si lo mejoramos. Como está aunque sea muy duro lo que voy a decir hubiera sido preferible, 
por lo menos en mi opinión, que no se aprobara. Es decir que deberíamos mantenerlo, pero mejorarlo. 
Estamos a la orden para colaborar con el Parlamento en esa tarea. 


SEÑOR SIMÓN.- Soy Grado 4 de Derecho Procesal en la Universidad de la República y también en la 
Universidad de Montevideo. Asimismo, me desempeño como Juez. Soy Ministro de un Tribunal de 
Apelaciones en lo Civil. 


Coincido con lo que se ha avanzado y creo que es importante por el enfoque práctico que se requería indicar 
primeramente. Me refiero a que debemos ser positivos, con o sin defectos, la ley se sancionó y tiene muy 
buenas motivaciones. Sin embargo, hay razones para mejorar la Justicia Laboral. Entonces, lo que tendremos 
que tratar de hacer es ver si solucionamos los problemas con una nueva ley o con la misma y modificaciones. 
De cualquiera de las dos maneras que se haga, sería útil y, en cualquiera de los casos, el Instituto puede 
colaborar. 


Debemos tener en cuenta como bien dijo recién el doctor Abal que no basta con solucionar los problemas de 
inconstitucionalidad. Ya se declaró sobre dos problemas de los varios que habíamos anunciado. Es casi 
seguro que venga la inconstitucionalidad del proceso de menor cuantía y quizás alguna otra. Arreglar eso es 
imperioso, pero con eso no alcanza. Hay, además, que cambiar otras de las soluciones de la ley. 


Cuando colaboramos con el proyecto de la Suprema Corte de Justicia y cuando comparecimos el año pasado 
ante la Comisión del Senado, se indicaron varios de los temas que se siguen planteando y otros que se vieron 
después que la ley comenzó a regir. Por ejemplo, hay que pulir toda su combinación en cuanto a la 
competencia, porque esta semana se está discutiendo respecto a la última ley de protección de la libertad 
sindical si un amparo por reinstalación de un dirigente tiene que ser ante un Tribunal de Trabajo que, 
curiosamente, negó su competencia o ante un Tribunal Civil. El problema se plantea según cómo 
interpretemos en el tiempo la entrada en vigencia de esta ley. No se trata de un problema de la ley, pero lo 
generó su entrada en vigencia. Eso fue algo que antes no se había visto. 


Hay que atacar la compatibilidad de esta ley con otras que el Parlamento últimamente ha sancionado. Me 
refiero, por ejemplo, al proceso de menor cuantía y a la temática de acoso sexual. Sobre todo cuando 
hablamos de competencia, hay que tener en cuenta que el proceso se va a abreviar. Pero no basta solo con 
establecer plazos en la ley. Con eso no se arregla cuando las realidades luego no pueden ser cumplidas, 
porque hay que tener en cuenta que, por ejemplo, un Juez del interior tiene que apurar en diez días un proceso 
laboral de menor cuantía, pero tienen pendientes procesos penales y de violencia doméstica en los que 
también se les pide que actúen en determinados plazos muy breves. Y tienen también temas de adolescentes, 
en los que dispone de cuatro horas establecidas por el Código de la Niñez y la Adolescencia. Entonces, nadie 
niega la importancia de la materia laboral, pero hay otras que también le competen dentro de un mismo 
órgano para ser atendidas. Tenemos que tratar de lograr que el proceso laboral sea breve, en plazos 
razonables, y que asegure a las dos partes el derecho a probar. Los partidos en los juicios se juegan con la 
prueba. Yo digo: "A", pero lo que pesa es con qué pruebas lo respaldo, con qué testigos y con qué 
documentos lo pruebo. Y si la ley no me da una buena chance de arreglar o de llevar la prueba, en realidad es 
lo mismo que no me la dé. Eso pasa, sobre todo, con el proceso de menor cuantía, donde tanto la parte 
trabajadora principalmente- como la parte eventualmente empleadora no tienen reales chances de probar. La 
ley quiso ir tan rápida y tan breve que, en definitiva, hace un simulacro de juicio que no es tal. 


Por último, creo que el tema de los recursos también debe tenerse muy especialmente en cuenta. Cuando los 
Jueces nos equivocamos, las garantías para las partes están en los recursos, en la apelación o en la casación. 
Si los recursos están desprolijamente regulados, en forma confusa o son negados para providencias 
esenciales, no estamos dando un juicio importante. Los problemas de recursos de la ley no se eliminan solo 


con el debate del depósito previo, que afecta a si quien apela es el condenado, lo que se declaró 
inconstitucional. Hay otros problemas en los recursos que afectan, por ejemplo, a si al trabajador le tienen por 
no presentada la demanda. Eso ni siquiera se lo notifican personalmente y no lo puede recurrir. Es perder el 
juicio de entrada o algunas otras cosas. Hay soluciones en los recursos que se deben atacar. 


Ofrecemos nuestro apoyo en lo que se necesite, proyectando modificaciones a la misma ley u opinando sobre 
otros proyectos de grupos, personas o del mismo el Parlamento. 


SEÑOR VALENTÍN.- Soy docente de Derecho Procesal en la Universidad de la República y en la 
Universidad Católica. Les agradecemos mucho que nos den esta oportunidad para dar nuestras 
impresiones generales sobre la ley. 


Para complementar lo que decían los profesores que me antecedieron en el uso de la palabra comparto 
totalmente lo que señalaban, creo que hay una coincidencia en todos los operadores en el diagnóstico del 
problema. El proceso laboral tenía un problema importante en cuanto a la celeridad, al tiempo que requería la 
eliminación de una insatisfacción de un trabajador que pretendía obtener los rubros laborales, una 
indemnización por despido o lo que fuere. El problema es que la coincidencia en el diagnóstico requería 
instrumentar soluciones y no todos coincidimos en la conveniencia de unas u otras. Por ejemplo, la ley partió 
del supuesto de que acortando algunos plazos iba a lograr esa celeridad. ¿Y qué pasó? Que en algunos casos 
se acortaron demasiado los plazos que resultan fundamentales para que exista un proceso razonablemente 
garantista. Pongo un ejemplo. En el proceso de menor cuantía el Tribunal tiene un plazo de cuarenta y ocho 
horas para resolver sobre la demanda inicial, y después un plazo brevísimo para convocar audiencia. En 
principio, quien reclama es un trabajador y el demandado un empleador, pero nada dice la ley que se pueda 
utilizar la misma estructura cuando quien reclama es un empleador contra un trabajador. La ley refiere a 
conflictos individuales, por lo que puede darse a la inversa. ¿Qué ocurre en la práctica? Puede darse el caso 
de que el demandado, que normalmente es el empleador, recibas la convocatoria a una audiencia el día 
anterior, capaz que a última hora. Tiene que conseguir todos los elementos, no solo para presentarse y 
discutir, sino como decía el doctor Simón para probar lo que él está diciendo. Entonces, debe conseguir las 
planillas de trabajo, las tarjetas donde marcó horas extra y todos los elementos para el otro día para preparar 
una defensa razonable en esas pocas horas que tiene para presentarse. Eso ocurre con mucha frecuencia. 
También sucede en el proceso laboral ordinario porque la ley dice que la audiencia hay que fijarla dentro de 
los sesenta días de la demanda. Entonces, ¿qué pasa en la práctica? La ley dice que si el trabajador no 
presentó la demanda con todos los requisitos hay que darle un plazo para subsanarlo. De repente se le da ese 
plazo, hay que darle traslado al demandado, practicar la notificación y puede pasar que cuando esta le llega 
también falten muy pocos días para la audiencia. Ha ocurrido que la audiencia está fijada para una fecha 
anterior al plazo que tiene el demandado para presentarse y contestar, porque el plazo está fijado desde la 
fecha de la demanda. 


Estos son problemas prácticos que ocurren porque reitero se creyó que acortando esos plazos se acortaba el 
proceso laboral, pero no es acortando los plazos que se va a lograr celeridad. ¿Cómo se logra celeridad en un 
proceso? Buscando soluciones inteligentes que eliminen los tiempos muertos, que son los que insumen el 
70%, el 80% o el 90% de un proceso. Por ejemplo, cuando se requiere un informe de un organismo público 
Banco de Previsión Social, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o cualquier otro el plazo que tiene para 
informar no está establecido en la ley y tampoco lo establece la ley general. Entonces, puede ocurrir que el 
plazo para contestar una demanda sea de diez días, pero como no hay plazo para informar pueden pasar 
meses. El organismo no responde y la prueba no está practicada. Y no es porque la parte no haya puesto toda 
la diligencia. El Juzgado pudo haber librado la comunicación, el abogado o la propia parte haber llevado la 
comunicación, pero la respuesta no llega. Se pueden poner muchos ejemplos más de cosas que se pueden 
mejorar eliminando los tiempos que insumen la mayor parte del proceso laboral. 


Por último, quiero señalar que hay algunas incongruencias en la ley, que derivan precisamente del problema 
que señalaba el profesor Abal. La ley no puede regular todo, salvo que se hubiera hecho como decía él un 
Código Procesal Laboral, que es un trabajo enorme, porque hay que aprobar un Código que tenga todas las 
soluciones a todos los problemas que se presentan en un proceso. Un proceso son actuaciones de personas y 
los problemas que se pueden presentar en ellos son innumerables. Eso, una ley de treinta artículos no lo 
puede solucionar. Entonces, ¿cómo se soluciona esto si no se aprueba un Código Procesal Laboral? Todas las 
soluciones especiales que ustedes quieran están en la ley, pero si esta no tiene una solución especial para un 


problema hay que ir a la ley general. No hay otra manera de solucionarlo, porque si no van a presentarse 
como ya ha ocurrido- innumerables problemas. 


SEÑOR POZZI.- ¿Ese es el principal problema? Si fuera un problema muy grave, no es de tan 
complicada solución. 


SEÑOR VALENTÍN.- Como decía el profesor Abal, hay problemas que son de inconstitucionalidad 
esos por supuesto que hay que solucionarlos y otros de conveniencia. Este problema que estábamos 
expresando es fundamental. Yo creo que la gran mayoría de los problemas prácticos se solucionarían 
solo aprobando una norma con esas características. Pero de cualquier manera la ley tiene en lo interno 
algunas incoherencias que se solucionarían también modificando algunos aspectos puntuales, como el 
tema de los plazos. 


Además, las partes, como decía el profesor Simón, no saben si algunos recursos se pueden plantear o no. Me 
refiero a lo que decía el profesor Abal sobre la casación. Se duda si este recurso cabe o no, y cuál es el plazo 
para presentarlo. Eso es por falta de remisión a la ley general. Pero también hay incoherencias internas. La 
ley reguló el plazo que tiene el Tribunal de segunda instancia para resolver la apelación contra la sentencia 
final. Pero si se apela una sentencia en el curso del proceso la ley no dice cómo se tramita la segunda 
instancia. Y como no lo dice, no se sabe cómo lo hace. Estos son problemas de todos los días, y son reales. 


Creo que mejorando algunas soluciones concretas de la ley, eliminando las soluciones que la Suprema Corte 
de Justicia entiende que son inconstitucionales y subsanando y consagrando una remisión clara se 
solucionaría la mayoría de los problemas. [En este sentido, reitero lo que señalaron los docentes que me 
antecedieron en cuanto a ofrecer nuestra colaboración en lo que sea necesario. Si ustedes quieren, nosotros le 
podemos plantear, inclusive por escrito, los problemas principales de la ley, para que tengan insumos sobre 
este tema. Entonces, estamos a la orden para lo que podamos colaborar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda que los aportes que puedan hacer, fundamentalmente por escrito, 
serán de mucha utilidad. 


SEÑOR ABAL.- Quiero hacer un comentario acerca del material que les podríamos alcanzar. 


Podemos tener la voluntad de reunirnos, de trabajar y de empezar a escribir algo, pero antes de presentarlo 
deberíamos esperar a que la Suprema Corte de Justicia decidiera qué es constitucional y qué no. De lo 
contrario, vamos a trabajar en falso. Entonces, deberíamos tomarnos, por lo menos, diez días más para 
preparar algo. Después, con mucho gusto podríamos traer no sé si un proyecto formal pero sí las pautas de lo 
que entendemos sería conveniente modificar de la legislación vigente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Les agradezco su presencia, el tiempo brindado y la voluntad 
manifestada. 


En este tema ya tenemos dos casos claros y, además, ya sabemos por dónde va el resto. Me parece que no 
tenemos que esperar lo que formalmente nos diga la Suprema Corte de Justicia porque ya sabemos cuáles son 
los flancos que tiene esta ley. Entonces, deberíamos ir resolviéndolos, porque si bien eventualmente puede no 
declararlos la Suprema Corte de Justicia, sí dan lugar a un trámite de inconstitucionalidad, lo que está 
alargando el proceso. Creo que seríamos proactivos se actuáramos en este sentido. 


SEÑOR ABAL.- Entendemos el planteo pero nos parece que para enviarles alguna pauta escrita sería 
preferible esperar el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia unos días más. A esta altura, da 
lo mismo. 


Con toda franqueza digo que en estos momentos la situación de los trabajadores es muy mala porque el 
proceso dura mucho más que antes, no tanto por los problemas a los que se referían los doctores Valentín, 
Simón y Landoni sino porque la gente plantea la inconstitucionalidad. Claro está que el primero que la 


plantea es el Poder Ejecutivo. La han planteado los Ministerios del Interior, de Salud Pública y de Educación 
y Cultura, el INAUÚ, la Intendencia Municipal de Montevideo y, seguramente, algún otro organismo más. 


Reitero: el Poder Ejecutivo ha planteado la inconstitucionalidad de muchas disposiciones. Aclaro que, a mi 
juicio, a veces lo ha hecho manifiestamente para evitar contestar la demanda con la urgencia que establece la 
nueva ley, ya que no siempre puede responder adecuadamente. 


Aprovecho la oportunidad para decir que a mi entender creo que también de todo el Instituto y de los 
operadores jurídicos en general el proceso de única instancia en particular tiene un límite demasiado alto. 
Creo que debería ser mucho más bajo. Tal vez para un legislador $ 80.000 no sea mucho dinero. Quizás para 
los profesores de Facultad que trabajan afuera si se desempeñan solo en la Facultad esa cifra es muy 
importante, esa suma sea importante pero no determinante. Pero para un trabajador $ 100.000 porque a los 

$ 80.000 hay que sumar los recargos y demás es muchísimo dinero. Dar la posibilidad de que esto lo resuelva 
un Juez en una única instancia, sabiendo de antemano como dijo el doctor Simón que los Jueces se equivocan 
porque son seres humanos, no está bien. Es un límite demasiado alto. 


Desde el punto de vista de los supuestos o verdaderos empleadores esto también es un problema, porque en 
Uruguay la mayoría de ellos son personas con pocos recursos. No se trata de empresas en el sentido habitual 
que uno utiliza el término sino de empresas unipersonales que tienen un kiosco o de personas que tienen dos 
o tres empleados. Para esa gente un juicio por $ 100.000 le significa mantener abierta o cerrada la empresa. 


Digo esto porque creemos este también es un tema importante que no puede haber una única instancia con un 
monto tan elevado. Está bien que haya una única instancia, pero este monto nos parece una exageración. 
Sería mucho más razonable hablar de $ 30.000 o $ 40.000. Pero esta es una cuestión política que tendrán que 
resolver ustedes. Les pedimos por favor que tengan presente esto porque no es una cuestión menor, sobre 
todo para los trabajadores. 


SEÑOR LANDONI.- A fin de ordenar el trabajo del Instituto, quisiera saber si la Comisión desea que 
elaboremos una suerte de proyecto con nuestras ideas o que expresemos grandes líneas. 


SEÑOR POZZI.- Una delegación que estuvo antes que ustedes nos alcanzó un documento en el que 
señalan los puntos en los que hay que trabajar. Me parece que ese sería el mejor método. De todos 
modos, si después requerimos discutir un poco más a fondo, nos comunicaremos con ustedes. 


Reitero: creo que lo mejor es que nos manifiesten los lineamentos generales. Uno de ellos quedó 
meridianamente claro. Otros, son más técnicos. Nosotros simplemente les pedimos que nos digan cuáles son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. Todo el material que nos puedan 
acercar a la brevedad será de gran utilidad. 


(Se retiran de Sala integrantes del Instituto de Derecho Procesal) 
SEÑOR ITURRALDE.- Quiero clarificar un procedimiento en el que, seguramente, hubo algún error. 


Durante un par de semanas estuve intentando comunicarme con el señor Presidente de la Comisión a efectos 
de fijar estas jornadas aclaro que yo hubiera preferido armar algún debate general, con todos los actores, pero 
no pude hacerlo. Le dejé mensajes en el celular y en su despacho. Logré que me contestaran su secretaria y su 
suplente, y les planteé el tema. Pasaron los días y, finalmente, logramos que se realizaran estas jornadas para 
discutir este tema. Ya que no podía comunicarme con el señor Presidente, me pareció del caso hablar con el 
Secretario de la Comisión a quien quiero relevar de todo tipo de responsabilidad y pedirle que se convocara a 
la Asociación de Magistrados de la Justicia del Uruguay, no por orden mía, sino luego de que se consultara al 
señor Presidente. Por lo que me dijo el señor Presidente, le pareció que no era lo apropiado. Pido las 
disculpas del caso si interpretó que quise citar directamente; esa no fue mi intención. Además, quiero aclarar 
que me comuniqué con el Secretario de la Comisión porque no pude hablar con el señor Presidente. Con 
mucho gusto haré los planteos directamente, si me atiende; pero si no me atiende, tendré que comunicarme a 
través de la Secretaría de la Comisión. 


Lejos está de mi ánimo querer colar a nadie. Desconozco la integración de la Asociación de Magistrados de 
la Justicia del Uruguay; sí sé que son las personas que hoy tienen a su cargo todos los juicios que tienen 
dificultades. En el Período pasado esta Comisión intentó ya lo he repetido varias veces acortar los juicios en 
favor de los trabajadores y ha logrado el efecto exactamente contrario: está perjudicando notoriamente a los 
trabajadores. 


Me pareció del caso escuchar a la Asociación de Magistrados, pero si el señor Presidente no quiere, no la 
convocamos. 


Reitero que relevo de toda responsabilidad al señor Secretario y, eventualmente, a la Prosecretaría, si tuviere 
algo que ver, y que no quise ir por encima de su autoridad como Presidente de la Comisión. Simplemente, si 
el Presidente no responde mis llamadas, no tengo otra forma de comunicarme que no sea a través de la 
Secretaría. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede quedarse tranquilo el señor Diputado Iturralde, porque no interpreté 
que hubiera sido un mal procedimiento en forma intencional de su parte; no tendría sentido, porque 
esta Presidencia actúa con la mayor flexibilidad posible y trata de contemplar los planteos que hacen 
los Diputados. 


Estas jornadas fueron resueltas la semana pasada a instancias del señor Diputado Iturralde, quien quería una 
reunión general, con características de debate. Entendimos que no era lo adecuado porque la Suprema Corte 
de Justicia está en pleno proceso de definir las inconstitucionalidades. Nos pareció oportuno así lo 
planteamos y así se resolvió la semana pasada hacer dos jornadas, convocando a los actores que tienen 
relevancia en el tema. Al respecto, me parece que la Asociación de Magistrados tiene una gran relevancia y 
no hay ningún problema para convocarlos; es más, hago la propuesta de convocarlos para el día de mañana. 


El señor Diputado Iturralde dice que tuvo problemas para comunicarse conmigo. Yo le recuerdo que esta 
semana empezamos el trabajo el día lunes, a partir de las seis de la mañana, con actividades en diferentes 
departamentos Florida, Durazno y Paysandú, a las que estaban invitados todos los integrantes titulares de la 
Comisión. No contamos con la presencia del señor Diputado Iturralde. Hubiera sido una excelente 
oportunidad para.... 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Estaba enfermo; le puedo traer el certificado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No; no es necesario, señor Diputado. 


Lo que digo es que acá no hay un problema de incomunicación. Cuando ha querido hablar, lo ha hecho, 
conmigo o con el señor Diputado Coitiño, con quien rotamos la tarea, no en la Presidencia, sino en la 
Comisión y en la Cámara. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En la Presidencia también. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo si lo vota esta Comisión. Si no es así, no. Está dentro del procedimiento 
previsto. El señor Diputado Coitiño no asume la Presidencia por rotación sino porque lo vota la 
Comisión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Nadie lo está cuestionando. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia no se rota; la Presidencia es definida por la Comisión. Ya se 


ha nombrado al Vicepresidente, señor Diputado Bistolfi, quien asumirá la Presidencia cuando 
corresponda. 


Reitero que no hay ningún problema en convocar a la Asociación de Magistrados. Por el contrario, nos 
parece muy importante convocarla. Como mañana a la hora 9 vamos a recibir a la Asociación de 


Funcionarios Judiciales era imposible incorporarla hoy en el orden del día, propongo recibir también a la 
Asociación de Magistrados a la hora 8, si hay acuerdo. 


Pido a los señores Diputados que continuemos con este análisis de la situación interna de la Comisión para no 
cerrar yo esta cuestión después de recibir a los representantes del Instituto del Derecho del Trabajo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Para mí, ya está terminado. 


SEÑOR POZZI.- Solo quiero dejar una constancia con respecto a lo que mencionó el señor Diputado 
Iturralde. 


Creemos que los problemas de los trabajadores con respecto a los juicios laborales venían desde antes. Es 
cierto que intentamos solucionarlos con esta ley, pero ahora la cuestión se ha trancado. 


Esperamos que al final de este proceso logremos solucionar esos problemas, que fue lo que siempre quisimos 
hacer. Esta situación venía mal desde mucho tiempo antes, no es un problema de ahora. 


SEÑOR GROBA.- Agradezco la posibilidad de participar, porque soy delegado de sector. 


Simplemente, quiero dejar una constancia. Corroborando lo que decía el señor Diputado Pozzi, hoy hay una 
ley y trae como consecuencia que estemos recuperando el sentido y la razón de ser de la Justicia del Trabajo 
en el proceso laboral. Si esta ley no hubiera existido, aun con estas dificultades, bueno... 


SEÑOR VIVIÁN.- Me surge la duda en cuanto a si cuando se estaba considerando la ley más allá de 
las inconveniencias que se han planteado se utilizó este método de convocar y escuchar a las distintas 
partes. Pregunto esto porque están a la vista una cantidad de incongruencias; por supuesto, lo digo con 
el máximo respeto, con un sentido constructivo. Desconozco cómo se trabajó porque no estuve en el 
Período pasado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me comprenden las generales de la ley. Recomiendo al compañero la 
lectura de las versiones taquigráficas, tanto de la Cámara de Senadores como de la de Diputados. Yo no 
escuché nada nuevo, nada que no hubiera escuchado antes de que se aprobara la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, mañana nos reuniremos a la hora 8. 


(Apoyados) 


(Ingresa a Sala una delegación del Instituto del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo recibe con mucho gusto a los representantes del Instituto 
del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, doctores Oscar Ermida Uriarte, Jorge Rosenbaum y 
Juan Raso. 


Estamos convocando a los diferentes actores con una visión calificada sobre la situación creada en torno a la 
Ley_N” 18.572, de abreviación de los procesos laborales 


En la mañana de hoy hemos hecho consultas a la Suprema Corte de Justicia, al Instituto de Derecho Procesal, 
al Colegio de Abogados, y ahora los estamos recibiendo a ustedes. [Mañana la Comisión recibirá al PIT-CNT, 
a la Asociación de Magistrados del Uruguay, a los funcionarios judiciales y finalmente al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; seguramente estoy omitiendo alguno de los actores que hemos convocado. Nos 
parecía de particular importancia escuchar vuestra opinión sobre esta ley. Todos sabemos los procesos de 
inconstitucionalidad que ha planteado la Suprema Corte de Justicia respecto de algún inciso de algún artículo. 
Además, cuáles entienden serían las perspectivas más convenientes para lograr el objetivo que se planteó con 
la aprobación de la ley, precisamente, abreviar los procesos laborales en el país. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Sin perjuicio de que naturalmente el Presidente ha expresado el sentir 
de la Comisión, quiero hacer un petitorio particular que planteé cuando se estaban organizando estas 
sesiones. Naturalmente, los señores invitados van a brindar los puntos de vista que crean convenientes 
sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de algunas de sus normas. Pero, en particular, lo que 
más me preocupa es saber de qué manera enfocamos las soluciones frente al problema que se ha 
generado, precisamente por un efecto contrario al deseado, que era el de abreviar los juicios, ya que a 
través de los procesos de inconstitucionalidad se han alargado profundamente. 


Quisiera saber cómo salimos de esta situación, si es a través de una ley, modificando alguno de los artículos 
de la ley vigente o eventualmente manteniéndola. 


SEÑOR ROSENBAUM-- Es un gusto estar nuevamente en esta Comisión y agradecemos la invitación. 


Necesario es señalar que nuestra representación no es institucional. Es decir, los tres ocupamos el grado 5 en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la República y venimos a expresar una opinión o un conjunto de 
opiniones que son de carácter personal. Nuestro Instituto funciona bajo el precepto de la libertad académica y 
de la libertad de Cátedra, es decir, promoviendo una completa autonomía e independencia de criterio de los 
docentes para la formación y la transmisión del conocimiento bajo el respeto de todas y cada una de las 
opiniones. Por tanto, todo lo que aquí se exprese no es corporativo, son ideas, son propuestas, son 
fundamentos de carácter doctrinario y de autoría personal de cada uno de los grados 5 aquí presentes. Más 
aún esto ya es personal no creemos en la homogeneidad de opiniones ni que ello constituya una virtud. La 
democracia se construye sobre la base de ideas plurales para una convivencia posible y bajo el Estado de 
derecho, aun con esas diferencias de ideas. 


Dicho esto, es obvio que el tema que ustedes están tratando y que nosotros vamos a abordar, es sensible pero 
que además se ha convertido en polémico y diríamos en vendedor, en tapas de diarios. 


Me importan los dos primeros aspectos. Es sensible porque gira en torno a una disciplina como lo es el 
Derecho del Trabajo, la que cultivamos, que es eminentemente homocéntrica, una disciplina que nació para 
proteger al trabajador, que es una persona, que tiene una vida, libertad, familia, que tiene su moral, su honor, 
etcétera. Y, además, diferencia al trabajador de una cosa: no es un recurso más en el proceso de producción 
desde que el trabajo, todos los sabemos, no ha de ser considerado una mercancía. Entonces, ¡cómo no va a 
ser sensible establecer procedimientos para garantizar esos valores así como garantizar cada uno de los 
derechos y beneficios que se le reconocen al trabajador-persona y le son otorgados por la legislación, por los 
convenios colectivos y hasta por el propio empleador en la relación de trabajo cotidiana! 


El segundo aspecto es que se ha convertido en un punto polémico, porque se ha verificado un cambio, 
diríamos que un salto cualitativo de gran trascendencia, que no solo tiene un valor interno dentro de 
fronteras, me refiero sino que progresa en consonancia con el mundo global. Lo vamos a ver detenidamente 
en breves minutos. 


En primer lugar, Uruguay ostentaba en esta materia la condición de ser el único país en América Latina que 
no reconocía un proceso laboral autónomo cuando, a fines de los años ochenta, sancionó el Código General 
del Proceso. Es el único, no hay otro antecedente. Recién después de dos décadas se dio este salto sustancial 
al que hacía referencia recién con la sanción de la Ley N* 18.572 en la anterior Legislatura y la recreación de 
un proceso laboral autónomo y, además, sumamente abreviado. Antes tuvimos un proceso autónomo pero no 
lo suficientemente breve, rápido o ágil como para garantizar con efectividad material o sustancial esos 
derechos a los que hacía referencia. Esto, obviamente, hacía previsible que iba a provocar muchas reacciones 
encontradas. Fue así que en el terreno conceptual y doctrinario, dentro del procesalismo nacional de los 
procesalistas se forjó una prédica contraria al cisma del proceso único, ese que creó el CGP. Algunas de esas 
voces incluso han sido acompañadas de un lenguaje crispado, pero prefiero atribuirlo al fragor del debate y 
no a la intención de insultar o de deslegitimar. Creo que resulta lógico que ello haya sido impulsado por los 
procesalistas. ¿Por qué? Porque ellos estudian, aportan y construyen una especialización que está basada en 
una idea central, que pasa por reconocer que existen principios comunes que justifican la existencia de una 
teoría general del proceso y, por lo tanto, muchas de las tendencias o de las corrientes doctrinarias del 
procesalismo desembocan en la idea prototípica, de alguna manera, de un proceso centralizado y único para 
todas las materias, para todos los derechos sustantivos. Y también es esperable que cualquier ruptura, 


cualquier acción de separatismo del grado que fuere, como lo representa la Ley_N* 18.572, sea vista como un 
acto atentatorio de ese ideal, muy respetable, pero no necesariamente absoluto. 


Las reacciones también provinieron del propio sistema de administración de justicia. En primer lugar, 
vinieron desde la cabeza institucional del Poder Judicial, la Suprema Corte de Justicia, Órgano natural y 
jurídicamente más afín a las opiniones procesales: en definitiva, es el órgano que administra justicia o que 
encabeza la pirámide de administración de la justicia, pero además es el órgano responsable del 
funcionamiento del sistema, de las oficinas, etcétera. 


Recordamos y no lo hacemos por casualidad que la presentación del proyecto de ley elaborado por la 
Comisión creada por el Ministerio de Trabajo e integrada por representantes de la Suprema Corte de Justicia 
y del Instituto de Derecho del Trabajo al que pertenecemos los tres, señalaba la necesariedad de dotar a los 
Juzgados de recursos materiales y estructurales, así como de brindar la capacitación indispensable a Jueces y 
funcionarios. Eso no fue puesto para rellenar un espacio en el informe. 


Por otro lado, los Jueces de Trabajo llevaron la peor parte, no solo por el propio cambio que generó el 
proceso, sino por la lluvia de recursos de inconstitucionalidad a los que recién hacía referencia el señor 
Diputado Iturralde, que trabaron el funcionamiento habitual de sus sedes, y por otros factores que no deben 
perderse de vista, como la convivencia simultánea de litigios regidos por el proceso anterior y la iniciación de 
juicios bajo las normas del nuevo proceso. Y seguramente hay que decirlo; no podemos ocultar las voces los 
Magistrados del trabajo se sintieron desoídos, ya que no existió una instancia formal de consulta sobre los 
aportes seguramente muy valiosos que ellos tenían para hacer al sistema. Hubo instancias informales las hubo 
dentro de la propia Facultad de Derecho de la Universidad de la República, pero si vamos al terreno de la 
formalidad, no recordamos o no tenemos presente una participación particular de la Asociación de 
Magistrados de Derecho del Trabajo. Otro tanto podría señalarse de los funcionarios del Poder Judicial, en 
especial por la falta de preparación previa y de un proceso de formación adecuado para administrar una ley 
en este sentido. 


También se originaron otras reacciones negativas de los centros de interés, y no solo atribuibles a las 
organizaciones de empleadores, pues curiosamente se percibe una especie de toma de distancia de las 
organizaciones sindicales en términos institucionales, me refiero, lo que deriva en una sensación de falta de 
compromiso con la ley o con el nuevo sistema, y eso coadyuva para que ningún sistema funcione 
adecuadamente. 


Un capítulo aparte también debe ser señalado: la sensación térmica del foro, de los colegas, de los prácticos 
del derecho. Y tengamos cuidado, porque acá asistimos a un fenómeno de rechazo bastante generalizado que 
corta transversal y longitudinalmente las opiniones. No se trata de los abogados de empresa si es que el 
calificativo resulta apropiado, sino también de algunos abogados de trabajadores o de sindicatos. Y bueno: 
todo cambio encuentra resistencias. Por eso, mi pretensión personal es elevar la mira; no desconocer esto, 
pero sí elevar la mira e ir un poco más allá. De ser posible, ir de aquí a unos años para adelante, porque esto 
tampoco va a ser permanente: yo aspiro a que aún se mejore y se agilite mucho más, se dé mayor seguridad 
dentro de algunos años, porque la propia tecnología va a ayudar a que eso ocurra. 


Y aquí viene el segundo señalamiento que quería hacer: la razón de ser del derecho del trabajo, la esencia 
misma de la disciplina. 


Nosotros debemos recordar que el artículo 53 de la Constitución establece en forma llamativamente relevante 
que el trabajo está bajo la protección de la ley, pero no dice exactamente eso; dice mucho más: "[...] está bajo 
la protección especial de la ley", y esto no es menor. Muchos son los derechos, incluso fundamentales, 
tutelados por la misma Carta, pero particularmente este valor: el trabajo, que está inscripto dentro del 

artículo 7” de la Constitución, junto a la vida, al honor, a la propiedad, a la seguridad, etcétera. Respecto a 
este valor en particular, trabajo, el legislador ha de brindar una protección especial, y es el único que el 
constituyente se ha encargado de enfatizar de ese modo. No encontramos el "especial" en ninguno de los 
otros artículos de la Carta y no podemos suponer que este es un calificativo de filigrana poética o 
consecuencia de la utilización de un vocabulario alambicado. Decir "protección especial" no tiene nada de 
poético ni de alambicado: es indicar un camino, una orientación, y generar un deber, una obligación. 


Por lo tanto, concordamos con Barbagelata y con Plá Rodríguez obviamente, el pensamiento de Plá 
Rodríguez, de hace ya algunos años, se nos ha alejado en cuanto a que la existencia de un proceso laboral que 


establezca la protección especial de la ley al trabajo exige también una ley procesal especial. No sé si se me 
entiende: no una ley cualquiera, ley muy legítima Código General del Proceso que de ninguna manera 
discutimos; podemos discutir como los mismos procesalistas discuten tal o cual solución chiquitita que habrá 
que cambiar en el propio proceso civil o comercial general. Nos estamos refiriendo a otra cosa. Justino 
Jiménez de Aréchaga decía que si se constata que existe una omisión de dar efectividad a las normas o 
principios constitucionales, el órgano legislativo tiene que proceder a corregir esa situación, y creemos que 
eso fue lo que vino a cumplir la Ley N* 18.572. ¿Mal? ¿Bien? No importa: el legislador cumplió el mandato 
constitucional. Si nos remontamos muchos años para atrás, llegamos a la ley de especialidad del proceso 
laboral, que es el Decreto Ley N* 14.178, instaurado durante la dictadura bajo un precepto seguramente muy 
distinto: no tenés que recurrir a los sindicatos y, por lo tanto, te creo un proceso. Podés ir al Poder Judicial; 
ahí tenés garantías. ¿De acuerdo? 


Vuelvo a lo que estaba diciendo. Con mandatos constitucionales o con orientaciones y principios similares, 
observamos cómo todo el mundo se encaminó en esa dirección. Lo hizo con gran anticipación el legislador 
español, que en la transición de fines de los setenta y principios de los ochenta ya creó un proceso especial, 
rápido, acelerado, de única instancia, etcétera. Pero también lo hicieron en América Latina todos los países, 
creando no solo un proceso especial, sino procesos similares a los que estamos viendo, algunos más 
revolucionarios en el sentido jurídico de la palabra, que introducen soluciones, procedimientos o mecanismos 
avanzados, como hizo Costa Rica. También podemos citar el proceso sumarísimo que se instauró en Brasil; la 
reforma de Colombia; Venezuela, en el 2002; el año pasado, Chile, y a partir del 1” de enero de este año, se 
acopló también Perú. Creo que en esto no puede verse una conspiración ideológica: se trata de países 
democráticos, con órganos legislativos integrados por distintos partidos políticos, con Poderes Ejecutivos de 
signos diferentes. Esto acompasa la conciencia universal más que las ideologías, si se me permite. Por 
supuesto, detrás de la conciencia siempre hay ideologías, pero me refiero a que va más allá, a otro plano 
permítaseme superior que el de las simples inclinaciones ideológicas. 


En esta misma semana venimos de tratar este tema, que no era el único, pero fue uno de los asuntos a 
considerar en las Cuartas Jornadas Peruano-Uruguayas, el lunes pasado por la tarde. Ese encuentro sirvió 
para reafirmar o verificar la coexistencia de una comunidad de ideas en torno a este punto. Inclusive, colegas 
nuestros que han estado en el Parlamento, en el proceso de sanción de la ley, en aquel momento expresaron 
que el Código General del Proceso era la herramienta adecuada, con pequeñas adecuaciones, luego 
evolucionaron en su propio pensamiento y dijeron, por ejemplo, "estoy de acuerdo con la ley, aunque 
discrepo con tal o cual solución en particular, o reformaría tal o cual solución en particular". 


Para no ser más extenso, simplemente quiero decir que este Parlamento pudo haber incorporado, y no lo hizo, 
otros institutos. Por ejemplo, pudo haber establecido un proceso monitorio, como en Chile en el 2006 y 2007; 
pudo haber establecido un proceso idéntico al amparo que, de hecho, lo hicimos con la Ley N* 17.940 sobre 
fueros sindicales para regir el proceso laboral o de los créditos laborales; pudo haber admitido la ultrapetita y 
extrapetita son términos procesales, que significa que el Juez puede salirse de lo que pidan las partes y aplicar 
más de lo que se solicita, que es el sistema que entró en vigencia en Perú, que lo contempla; pudo haber 
incorporado la sustitución procesal del trabajador por el sindicato, como no ocurre no solo hoy en el Perú 
sino también en Brasil; pudo haber establecido la regla general de la inversión de la carga de la prueba y no 
lo hizo; pudo haber establecido la presunción de laboralidad de toda forma de prestación de servicios y, en 
cambio, sancionó dos leyes sobre tercerizaciones, tomando algunas ideas que el colega, doctor Raso 
manifestó para corregir la ley anterior con una nueva normativa no estoy diciendo que todas sean iniciativas 
del doctor Raso; recuerdo haberlo acompañado y escuchado haciendo alusión a un consejo técnico que daba a 
la comisión junto con el profesor Mantero, que es el único que hoy ya no está porque se ha retirado; pudo 
haber dado preferencia en el caso de concurso y, sin embargo, no lo hizo. 


En la otra Legislatura, hace tres años, aprobó una ley de concurso y quiebra. Además, pudo haber establecido 
el fondo de garantía salarial; nosotros ya lo reclamábamos en el año 1982. Esta fue la tesis que presentamos 
para recibir el primer título de profesor adscripto de la Facultad de Derecho que existía en todos los países 
europeos y en otros países anglosajones. También pudo establecer un depósito para apelar del 100% como 
rige en España, en la Provincia de Buenos Aires, en Brasil y en México. Asimismo, pudo establecer un 
depósito del 200% como rige en la República Dominicana. 


Por último, simplemente quiero reafirmar la oportunidad, la conveniencia y, desde nuestro punto de vista 
personal, necesidad de mantener la ley y no apostar a un nuevo proceso regresivo. No son muchos los 


cambios que requiere esta ley para adecuarlos al mandato constitucional que establece la Suprema Corte de 
Justicia, que debe respetarse a raja tablas. Apuntemos a reformar aquello que la Suprema Corte de Justicia 
efectivamente entiende que es inconstitucional, y nada más. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Me voy a referir a la ley laboral procesal y a los efectos de las 
declaraciones de inconstitucionalidad de algunos de sus artículos, abordando cuatro puntos de la 
manera más breve posible. 


En primer lugar, voy a referirme a los presupuestos o principios del derecho laboral procesal; en segundo 
término, al contexto de la Ley N* 18.572, al ámbito en el cual se aprobó; en tercer lugar, a las declaraciones 
de inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia y, en cuarto término, procuraré contestar la pregunta 
del señor Diputado Iturralde Viñas en el sentido de qué se puede hacer ante esta situación. 


El primer punto es el de los presupuestos del derecho laboral procesal que son instrumentalidad y autonomía. 
El proceso no es un fin en sí mismo; el proceso no existe para sí. El proceso es un instrumento, una 
herramienta para garantizar la eficacia de los derechos sustantivos, en este caso, de los derechos laborales. El 
proceso laboral es una herramienta para lograr que se cumplan los derechos laborales. Por tanto, el proceso es 
instrumental al derecho sustantivo laboral. El proceso laboral es instrumental o adjetivo respecto al derecho 
laboral y, consecuentemente, autónomo respecto al derecho procesal civil. Un derecho tan particular, tan 
protector, tan distinto y tan desigualador como el derecho del trabajo, requiere un proceso distinto a su 
medida. 


Si yo utilizo una tijera para tratar de clavar un clavo en la pared, y me sale mal, la culpa no es de la tijera sino 
de estar utilizando el instrumento inadecuado; cuando utilice el martillo me va a salir bien. 


El derecho laboral y, consecuentemente, el proceso laboral, no parte de la igualdad formal; parte de la 
constatación de que en las relaciones de trabajo hay un fuerte y un débil, es decir, hay desigualdad. Y la 
función del derecho laboral y del proceso laboral es corregir esa desigualdad; por eso es protector y, por eso, 
el principio en el proceso laboral no es la igualdad de las partes como en el proceso civil. Es lo que se ha 
llamado la desigualdad compensatoria. El profesor Rosenbaum ha dicho de una manera muy apropiada, que 
se trata de la igualación; la finalidad no es partir de una supuesta igualdad y tratarlos como si fueran iguales. 
No; no. Se trata de constatar que son distintos, es decir, que hay un débil y que hay un fuerte y, por tanto, hay 
que tratar de crear una desigualdad para igualarlos en la medida de lo posible. 


En materia laboral lo inconstitucional es el tratamiento igual de los desiguales. En materia laboral y procesal 
laboral, lo constitucional es la igualación o desigualdad compensatoria. Y esto surge del artículo 53 de la 
Constitución que, como dijo el profesor Rosenbaum, ordena la protección especial de la ley. Además, es la 
única disposición en toda la Constitución que reclama para un derecho fundamental o para un bien jurídico, 
la protección especial de la ley. Este reforzamiento no se utiliza para ningún otro derecho que no sea el bien 
jurídico o el trabajo. Por consiguiente, lo esencial es que el proceso laboral sea protector, igualador, y para 
ello deberá ser autónomo. A esta filosofía responde la Ley_N* 18.572. 


Por otra parte, ¿cuál fue el contexto de la aprobación de la Ley N” 18.572? Tuvo dos aspectos. En primer 
lugar, corregir lo que se dio en llamar la anomalía uruguaya, es decir, de ser el único país en América Latina 
que no tenía un proceso laboral específico, igualador y protector. Y el segundo motivo tuvo que ver con la 
intensa actividad legislativa que en materia laboral se dio entre los años 2006 y 2009. Ustedes esto lo saben 
mejor que cualquiera de nosotros. 


Este Parlamento o el anterior, con otra integración, entre 2006 y 2009 aprobó más de cuarenta normas con 
contenido laboral que casi todas intentaban mejorar la protección del trabajador. Pues bien, pretender que el 
Parlamento, que evitó toda esa legislación laboral protectora, dejara confiada su ejecución, su cumplimiento, 
su control a un procedimiento que ignoraba las diferencias entre trabajador y empleador, era un disparate; no 
había posibilidad que eso quedara librado así, que ese cordón quedara sin atar. Por eso, esa obra legislativa se 
coronó con la aprobación de la Ley_N” 18.572. El legislador, consciente o inconscientemente, aunque no 
fuera más que por intuición, dijo: "Todo esto que aprobé ahora tengo que dárselo a cumplir, a aplicar a un 
mecanismo apropiado que responda a esta filosofía", y eso fue la Ley N* 18.572. 


Tercer aspecto: las inconstitucionalidades decretadas por la Corte. 


Hasta ahora son solamente dos, dos incisos de dos artículos. Uno de ellos, es el depósito para apelar. Lo que 
el depósito para apelar pretendía era la racionalización de la apelación. ¿Por qué? Porque la mayor parte de 
los demandados apelan no tanto porque tengan convicción de que pueden revertir el fallo de primera 
instancia, lo cual es absolutamente válido, sino que apelan para ganar tiempo, para demorar el cumplimiento. 
Esto que yo dije en alguna instancia parlamentaria anterior, el año pasado, quiero ratificarla expresamente. 
No fue una improvisación, sigo pensando esto. Tampoco fue la primera vez que lo dije. Lo tengo publicado 
en múltiples lugares y lo sostuve por primera vez hace añares, entre el año 1985 y 1986, lo recuerdo porque 
fue el primer reportaje periodístico que se me hizo. Se acababa de lanzar por parte del Poder Ejecutivo de la 
época, primera presidencia de Sanguinetti, Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Fernández Faingold, un 
proyecto de ley de proceso laboral y se me pidió opinión. Yo di una opinión, en términos generales, 
favorable, pero dije que habría que agregarle algunas cosas. Entre ellas, encarecer el crédito laboral, 
aumentar los intereses, establecer alguna multa y el depósito para apelar. Esto lo ratifico expresamente hoy y 
aquí. 


Este depósito existe en países como Argentina, Brasil, España, México y República Dominicana y no es 
dable pensar que todos estos países actúan en la inconstitucionalidad. Más; ocho días después de la fecha que 
figura en esa sentencia de inconstitucionalidad de nuestra Corte, Brasil aprobó por ley un segundo depósito 
para apelar. Ya tenía un depósito del 100% desde hace añares. ¿Pero qué pasaba? Cuando el demandado 
apelaba sin el depósito el Tribunal decía: "No acreditó el depósito, no da lugar a la apelación". Entonces, el 
demandado presentaba un recurso por denegación de apelación y para ese la ley no preveía depósito. Esta ley, 
aprobada ocho días después de la sentencia de inconstitucionalidad de la Corte establece un segundo depósito 
para apelar, en este caso aplicable al recurso de denegación de apelación. La nueva ley peruana de enero de 
2010 establece un mecanismo análogo. 


Sobre la segunda declaración de inconstitucionalidad, los diferentes efectos de la ausencia a la audiencia que 
se pena más gravemente la ausencia del empleador que la del trabajador, el tema es discutible. Yo admito que 
es discutible. Pero no me parece discutible, cuando la Corte propuso esa misma solución en otro proyecto. 
Hace un par de años, la Corte presentó a este Parlamento un proyecto de ley de reforma del Código General 
del Proceso, si habláramos de bebidas diríamos dos dedos de reformas, dos centímetros de papel de reformas 
al Código General del Proceso. 


Como no fue aprobado en la Legislatura anterior, perdió estado parlamentario y se movilizaron influencias 
para que se volviera a presentar. Hoy está de nuevo a consideración del Parlamento a iniciativa de la Corte, 
no sé si está en Diputados o en Senadores, y en ese proyecto de la Corte la solución que se propone para el 
juicio civil, para la ausencia del actor y del demandado, es casi idéntica a la de la Ley_N* 18.572 que declaró 
inconstitucional. En el mismo momento la Corte declara inconstitucional eso en la ley laboral procesal, pero 
lo propone para todos los juicios civiles. No tiene explicación. 


Esto para mí es sumamente importante porque es un tema de discusión científica, teórica, doctrinal. Pero 
entiendo que no lo sea para los legisladores, que tienen que solucionar, a través de la ley, problemas 
prácticos. Y ese es el cuarto y último punto, lo planteado por el señor Diputado Iturralde Viñas. ¿Qué hacer 
en la práctica? Las disposiciones declaradas por la Corte como inconstitucionales deben ser removidas, a 
pesar de que no son inconstitucionales. ¿Por qué? Porque la declaración de inconstitucionalidad ha creado un 
enlentecimiento inútil de los juicios. Si antes, y lo vuelvo a repetir, buena parte de los demandados apelaba 
como chicana, solo para ganar tiempo, ahora dispone de una chicana fantástica, o ponen la excepción de 
inconstitucionalidad, el expediente va a la Corte y mientras esta no resuelve si es o no inconstitucional, el 
juicio queda paralizado. 


Hoy los juicios están durando lo mismo o más que con el antiguo régimen. Ojo, no se conocen 
inconstitucionalidades opuestas por los actores, por los trabajadores. No se conocen inconstitucionalidades 
opuestas de oficio por el Juez. Todas las inconstitucionalidades han sido opuestas por demandados como 
excepción. 


Entonces, ¿cómo modificar la ley? Hay dos opciones: estos dos artículos y nada más. Remover el coágulo 
que está provocando la trombosis y decir "no molesten más, sigamos con el proceso". "Muerto el perro, se 
acabó la rabia". Y eso ya. La segunda opción le he discutido con colegas que me dicen: "Bueno, pero si hay 
que modificar esos dos artículos, porqué no aprovechar para corregir otras cosas". Bueno, parece razonable, 


sería necio que el legislador puesto a retirar esos dos coágulos, no aprovechara para corregir algún error o 
agregar alguna cosa positiva. Parece normal, lógico, razonable, pero hay que tener mucho cuidado porque a 
estos mismos colegas que me dicen: "Pero, che, por qué no aprovechan para..." cuando uno les dice: "Bueno, 
dame un listado de lo que habría que modificar", entonces viene un listado interminable que convierte a la 
Ley N* 18.572 en un proceso civil como el de antes. ¿Qué es esto? ¿Qué me están diciendo? Quedate con una 
ley que tiene el título de ley autónoma, pero el contenido es el mismo de antes. Eso es lo que hay que evitar. 
Hay que entender que esta ley no es una ley procesal, es una ley laboral instrumental, es una ley laboral 
adjetiva que busca el mecanismo para que los Jueces puedan hacer exigibles y cumplibles los derechos 
establecidos en la ley laboral sustantiva. Finalmente, con el respeto y la amistad debida que tengo con 
muchos parlamentarios, debo decir ustedes no lo pueden hacer todo; pueden hacer mucho y muy bien, pero 
hay cosas que no dependen de la ley ni tampoco del Poder Ejecutivo. Hay requisitos extralegales para que el 
proceso funcione. Por ejemplo, tiene que haber un número suficiente de Jueces, de Juzgados, de Tribunales. 
Esos Juzgados tienen que estar bien equipados, pues no lo están, y los Jueces, actuarios y funcionarios en 
general, deben estar debidamente capacitados y especializados en la materia laboral. Con la especialización 
de hoy en día ya no hay lugar para los todólogos que lo entienden todo; hay que especializar a la gente en la 
rama en la cual va a actuar. 


Todo esto: poner el número de Juzgados suficiente, equiparlos adecuadamente, capacitar a los operadores, no 
lo puede hacer el legislador sino que es responsabilidad del administrador del servicio. 


SEÑOR RASO.- Quisiera hacer alguna brevísima reflexión teórica para aterrizar a la realidad y al 
planteo que hacía el señor Diputado Iturralde Viñas. 


Se dijo aquí que nosotros no venimos en una posición corporativa. Yo mismo tengo mi propia posición, como 
los colegas, en el Instituto puede haber otras opiniones, y además es bueno que en la pluralidad haya diversas 
opiniones. Pero para los que hacemos Laboral y ahí me animo a hablar en nombre de mis compañeros de 
Instituto hay dos cuestiones que forman parte del ADN del laboralismo uruguayo. Una cuestión es que en 
materia laboral debe existir un proceso autónomo, y la segunda idea es que en el proceso laboral debe haber 
una desigualdad que compense desigualdades de origen. Y esto no lo dicen locos laboralistas de hoy; esto lo 
decía en el año 1949 el doctor Couture, que era un poco el tronco de lo procesal y laboral. Couture en 1949 
yo tenía un año decía: tenemos que crear un nuevo proceso para establecer mediante una nueva desigualdad 
la igualdad perdida por la distinta condición que tienen en el orden económico de la vida los que ponen su 
trabajo como sustancia del contrato y los que se sirven de él para la satisfacción de los intereses. Creo que no 
es ideología sino expresión de la realidad decir que cuando el trabajador va al juicio tiene una urgencia, 
porque la satisfacción de su situación y la de su familia depende de la sentencia del juicio. La empresa no 
tiene esa urgencia y eso está en la realidad de la cuestión. 


Yo creo que sobre este tronco, sobre la necesidad de un proceso autónomo, que debe resguardar 
desigualdades, estamos de acuerdo. Donde puede haber discrepancias en el debate, es sobre lo periférico, 
sobre posibles soluciones técnicas que crean una diferencia. Entonces, de alguna manera hay que medir esta 
diferencia. 


Creo que es importantísima esta sesión a la que han convocado, y especialmente esta convocatoria pluralista, 
porque yo cada vez más estoy convencido de que la sociedad tiene que funcionar a través de diversas 
verdades. Yo defiendo a muerte mis verdades, pero hay otros que tienen otras verdades, y creo que actúan tan 
en buena fe como yo cuando las defienden. El problema es que la sociedad se construye con diversas 
verdades. 


El Parlamento ha aprobado una ley y la Suprema Corte de Justicia ha reconocido la inconstitucionalidad de 
dos normas, y en las últimas sentencias ya estaba reconociendo explícitamente la constitucionalidad de otras. 
No hay que escandalizarse; yo no comparto la posición de la Corte pero reconozco su verdad en cuanto a 
órgano constitucional. Nosotros tenemos una ley que en una pequeña parte es inconstitucional y en la otra es 
constitucional. Esta es una cuestión que hay que señalar. Tenemos una ley que tiene aspectos que son muy 
buenos y que están en marcha, y como son muy buenos y están en marcha nadie habla de ellos. 


Por ejemplo, el viernes tengo que hablar sobre la audiencia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Cuando se aprobó la ley estaban desesperados en ese Ministerio, pero se serenaron, ordenaron, y hoy en día, 
cuando uno va a pedir una audiencia se la dan en quince días. La ley dice que si el Ministerio no la da en 


treinta días hay que expedir un certificado; no se expidió ni un solo certificado. Antes las audiencias se daban 
en dos meses y medio, pero se ha ordenado, se ha tecnificado, ha entrado la computación, y las prórrogas se 
dan en una semana. Entonces, debemos reconocer que también estamos ante una ley que tiene aspectos que 
ya son buenos, que ya hacen a las tutelas del mundo del trabajo. 


Entonces, frente a la pregunta concreta del señor Diputado Iturralde Viñas en cuanto a qué hacer entre todas 
esas distintas cuestiones, puedo expresar dos cosas de las que estoy convencido: una, qué hay que hacer y 
otra, qué no hay que hacer. La que hay que hacer: ¡por favor!, corran a derogar las normas que la Corte 
declaró inconstitucional, estén de acuerdo o no, pero el sistema jurídico Uruguay hace que una decisión de la 
Corte no tenga lo que nosotros usamos para los convenios colectivos, una eficacia "erga omnes". Entonces, 
más allá de la voluntad o no de la empresa, la realidad es que esta, de buena o mala fe, hoy en día tiene que 
oponer una inconstitucionalidad. Entonces, ¡por favor!, cuando puedan deroguen esas dos normas, más allá 
de la opinión, sino como un hecho funcional. 


La segunda cuestión en la que no estoy de acuerdo es que creo que si nosotros empezamos a debatir un nuevo 
proceso laboral estaremos discutiendo dentro de un año sobre el proyecto de proceso laboral y crearemos una 
gran inseguridad. 


Mientras hablaban mis compañeros y ustedes, sentía la necesidad de señalar algo, y es que en esta mesa hay 
dos personas que estimo: que son los Diputados Oscar Groba Arriondo y Pablo Iturralde Viñas, a quienes 
aprecio no por temas políticos sino porque sé que son compañeros que han militado en jornadas de Derecho 
Laboral, que han mostrado una sensibilidad laboral desde distintas perspectivas. Entonces, especialmente a 
ellos les digo que se podría transformar esta Comisión en una especie de Comité arbitral. Realmente pienso 
que la peor decisión de todas es empantanarnos en estos problemas. Ustedes van a escuchar todas las 
verdades en estos días, y mi pedido es que reconozcan este tronco fundamental, la autonomía y una 
diferencia en la situación del actor trabajador en el proceso. Después habrá que ajustar tornillos, y ustedes 
están en condiciones de afinarlos. Cuando les hablo a estos dos compañeros que están en posiciones políticas 
diferentes pero creo que unidos por una misma sensibilidad sobre el tema, les digo que traten de tomar una 
decisión transversal, como la de una especie de pequeño Comité de La Haya que laude sobre este tema, 
porque el retraso, el no definir esto, es de todas la peor solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy clara la posición de los tres, ya que decían que no 
concurrían a nivel institucional sino personal, y realmente ha sido de muchísima utilidad. 


Seguramente, abusando de su amabilidad, los vamos a volver a convocar para ir analizando las diferentes 
posiciones y cuál es la forma de actuar conveniente en este tema, de la manera más rápida y racional posible. 


SEÑOR GROBA ARRIONDO.- Aprovecho para hacer una pregunta por los insumos que hemos 
venido recibiendo. Algunos de ellos concuerdan, desde distinta óptica, en que habría que precisar que 
lo que no está regulado en los treinta artículos de esta ley lo debería hacer el Código General del 
Proceso. Simplemente, me gustaría que conste en la versión taquigráfica la opinión que tienen sobre 
este tema, la que recibiremos como insumo. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Eso está expresamente regulado en la Ley y con gran claridad. 


La Ley tiene 31 artículos y empieza y termina con los principios, artículos 1%, 30 y 31. Al final dice que lo no 
previsto en la ley se solucionará recurriendo a la aplicación analógica de las normas especiales en materia 
laboral. O sea que si hay un proceso laboral especial, de ahí se toma la solución. Por ejemplo no es el único, 
el proceso previsto en la Ley N* 17.940 para los actos antisindicales. Si no hay una ley especial laboral que 
dé la solución, entonces, se tendrá que atender a los principios del derecho del trabajo. Y finalmente será 
posible recurrir al CGP en tanto su aplicación no contradiga esos principios y los del artículo 1”. O sea que la 
ley lo prevé con toda claridad, de todas formas. 


Ahora voy a decir algo que no involucra para nada a mis dos colegas; es algo que ellos ni sospechan que yo 
lo pienso: si estuviera a mi alcance, eliminaría toda referencia al CGP, inclusive esa referencia matizada que 
hay actualmente en el artículo 31 de la Ley, y establecería que en caso de duda habrá que resolver aplicando 
los principios del derecho del trabajo y la analogía con otras normas laborales. Esto es para evitar que por esa 


vía indirecta se termine convirtiendo una ley de desigualdad compensatoria en una que trata a las dos partes 
como iguales. Reitero que esto último, que va exactamente en contra de lo que el señor Diputado Groba 
mencionó, aunque no fuera su posición me queda claro, es una idea mía que por el momento no la había 
trasmitido a nadie porque no la había terminado de elaborar. Es decir que descargo de responsabilidad a mis 
colegas respecto de este punto. 


SEÑOR ROSENBAUM.- Más allá de la idea que ha expresado el doctor Ermida Uriarte, que por 
supuesto toma distancia de una contestación de Derecho Positivo concreta y más allá de que la pueda 
compartir o no la verdad es que me sorprendió; tendría que pensarlo y no improvisar, la primer 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia expresamente establece: "[...] cabe culminar el 
pronunciamiento respecto de este artículo señalando" es el párrafo que declara inconstitucional "que 
su declaración de inconstitucionalidad no supondrá un 'salto al vacío'" entre comillas: no supondrá un 
"salto al vacío" "que conlleve la falta de solución legal al problema, y si se tiene en cuenta que la Corte 
no puede pronunciar en nuestro ordenamiento jurídico sentencias 'aditivas' que completen la norma 
legal parcialmente vulneratoria de normas o principios contenidos en la Carta Fundamental, habrá de 
buscarse la solución en la norma de integración, esto es, el art. 31 de la Ley, por lo que regirá en el 
caso, la disposición del art. 340. 1, 2 y 3 del C.G.P." 


La propia Corte está diciendo que es aplicable en este caso el Código General del Proceso. Aclaro: más allá 
de que doctrinariamente yo no comparta esa posición, como otras tantas. Esto lo ha dicho la propia Corte, 
que ha reconocido la aplicabilidad del CGP e, inclusive, hace un anuncio como lo dice, no puede dictar 
sentencias de carácter aditivo, o sea que simplemente modifiquen a la ley con carácter general, sino que tiene 
que hacerlo en cada caso acerca de cuál es la interpretación que debe darse a esa declaración de 
inconstitucionalidad. El vacío está llenado y está llenado por el CGP, y establece en qué artículo: 

numerales 1), 2) y 3) del artículo 340, reitero, más allá de que en lo personal pueda tener diferencias 
doctrinarias, pero es otro el ámbito en el que escribiremos o señalaremos fundamentos a favor o en contra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación de Trabajo les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


